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PRESENTACIÓN

			En 1999 se puso en marcha el llamado «Plan Bolonia», creándose el «Espacio Europeo de Educación Superior» (EEES). El objetivo de este proceso era armonizar los distintos sistemas educativos de los países que conforman la Unión Europea, y convertir a los alumnos en protagonistas de su propio aprendizaje. Este libro de documentos y fuentes bibliográficas tiene como finalidad, con relación a la Historia del Derecho y de las Instituciones, ser un instrumento que permita armonizar la teoría y la práctica de su enseñanza, haciendo posible, y mucho más fácil, la interacción entre el Profesor y el Alumno. De esta manera, se lograrán los mejores resultados en su aprendizaje, a través de una transmisión de conocimientos previos, que permita el análisis crítico de las fuentes en que se fundamentan.

			Como punto de partida, las autoras de estas Lecturas de Historia del Derecho Español: Textos y contextos, se han inspirado en las consideraciones formuladas en 1929 por Claudio Sánchez Albornoz (1893-1984) y Aurelio Viñas (1894-1959) en el «Prefacio» a sus Lecturas de Historia de España:

			Si hubiéramos acompañado a cada texto con su comentario, como fue primero nuestra intención, el lector hubiera podido conocer las causas de algunos aparentes olvidos, y de algunas preferencias a primera vista poco claras1.

			Estas elocuentes palabras, referidas al conocimiento de la Historia de España, continúan siendo válidas para la Historia del Derecho, y para cualquier disciplina histórica. Tomando el testigo de Sánchez Albornoz y de Viñas, este libro recoge una colección de textos, que abarca desde los Prerromanos hasta nuestros días, introduciendo al frente de todos y cada uno de ellos un comentario, que ayudará a comprender al alumno, o a las personas interesadas en los estudios históricos, su verdadero alcance y significado, dado que, en muchas ocasiones, el texto por sí solo no lo aclara.

			La formación de colecciones documentales es habitual para aquellos que se dedican a la Historia, porque los documentos constituyen la base de toda su investigación. En este sentido, como bien dice una máxima generalizada entre los historiadores, «no hay Historia sin documentos». Para reconstruir las instituciones de nuestro pasado jurídico, los historiadores del Derecho comprendieron, desde los primeros tiempos de la disciplina, la necesidad de facilitar el acceso a los documentos a través de estas colecciones, que sustentarían las afirmaciones formuladas en sus trabajos. No obstante, una disciplina no se construye sólo en base a documentos, sino que también es fundamental tener presentes las interpretaciones que, en distintos momentos, han realizado los autores, sobre todo aquellos que han contribuido de forma significativa a sentar sus bases fundamentales. Es decir, aquellos que se consideran los grandes maestros.

			Los estudios de Historia del Derecho español, como ocurre en otros países de nuestro entorno, son de aparición tardía. Algunos autores afirman que los antecedentes de la Historia del Derecho en España se remontan al siglo xvi, con Lorenzo de Padilla o Francisco de Espinosa. No obstante, sus obras son más bien estudios de Derecho histórico. Es decir, el análisis de leyes antiguas que mantenían su vigencia en aquel momento. Los orígenes del estudio de la Historia del Derecho hunden sus raíces verdaderamente en la Ilustración. El siglo xviii es el Siglo de la Razón, que impregna todos los órdenes de la vida, y permite abrir la puerta a las grandes reformas políticas y jurídicas. Así, al igual que la razón aplicada en el orden político tendrá como resultado las Revoluciones liberales (fundamentalmente la francesa), la razón aplicada al orden jurídico dará lugar a la Codificación del Derecho, representada por el Código Civil napoleónico de 1804. En el caso español, esa evolución también se produce: el político ilustrado de la España de Carlos III será el liberal en las Cortes de Cádiz; y en el artículo 258 de la Constitución de 1812, se proclamaba para España, como principio constitucional, la Codificación del Derecho. Esto sólo pudo ser posible, precisamente, gracias a uno de los logros más destacados del movimiento ilustrado: la concepción del Derecho como producto de la razón humana. En el Setecientos, el hombre deja de ser un mero intérprete del orden preestablecido y decide tomar las riendas de la creación del Derecho, lo que permite introducir el principio de derogación. A partir de este momento, se establece una clara línea divisoria entre el Derecho del Pasado, que es el que se puede suprimir del ordenamiento porque ya no tiene ninguna vigencia, y el Derecho vigente, que, aunque pueda tener un origen histórico, está positivizado gracias a la Codificación.

			El verdadero desarrollo de la Historia del Derecho español tendrá que esperar al siglo xix, bajo la influencia, en el orden cultural, del romanticismo, y, en el orden jurídico, del historicismo, representado fundamentalmente por la Escuela histórica del Derecho alemana. Desde los comienzos de la disciplina, una exigencia consustancial a la labor de los historiadores del Derecho, ha sido la organización y clasificación de las fuentes de conocimiento.

			En el siglo xviii se inicia el interés por la publicación de textos jurídicos y colecciones de documentos, convirtiéndose la sistematización del Derecho patrio en una de las grandes aspiraciones de los ilustrados. El trabajo del Padre Andrés Marcos Burriel, S. J. (1719-1762), al frente de la «Comisión de Archivos» entre 1750 y 1759, fue determinante para este fin. La Comisión surgió con el objetivo de buscar en los archivos eclesiásticos del Reino toda la documentación que respaldase el Patronato Regio. En esta intensa labor recopiladora, se localizaron diversos documentos que hoy conforman, en gran medida, el grueso de los manuscritos de la Biblioteca Nacional. Entre ellos, varios códices legales, por lo que desde ese momento Burriel empezó a gestar en su cabeza la idea de hacer una colección de textos legales españoles, que reflejaran el Derecho patrio, antiguo y moderno. Destaca su interés, sobre todo, por el Fuero Juzgo, que ordenó traducir y de cuya corrección se encargó en 1755, siendo este manuscrito la base de todas las ediciones posteriores que del mismo se hicieron. La razón del interés por este texto era de una doble naturaleza: en primer lugar, porque el Fuero Juzgo, versión romance del Liber Iudiciorum, era un referente del Derecho patrio, al hundir sus raíces en los orígenes visigodos de la Monarquía española; y, en segundo lugar, porque su contenido aún seguía estando vigente como Derecho local de muchos territorios en virtud de la Real Cédula de 15 de julio de 1778. Mediante la Real Orden de 8 de febrero de 1785, se encomendó a la Real Academia Española realizar una edición de este texto con un fin fundamentalmente histórico-lingüístico, como reflejo del proceso de formación de la lengua española, al permitir el cotejo entre las ediciones en latín y en romance castellano. El diseño inicial del plan de la obra se encargó a Jovellanos2, pero el proceso de preparación se alargaría más de tres décadas. En 1815 vio la luz la edición de la Real Academia Española del Fuero Juzgo, encabezada por el famoso «Discurso sobre la legislación de los visigodos y formación del Libro o Fuero de los jueces, y su versión castellana» de Manuel de Lardizabal3. Unos años antes, en 1807, la Real Academia de la Historia ya había publicado su edición de Las Partidas con un objetivo eminentemente jurídico, tal y como se ponía de manifiesto en su «Advertencia», al afirmar que el Rey se había «dignado a autorizar la edición académica para que se use de ella en los tribunales de estos reinos indistintamente, y como se usa la publicada por el Licenciado Gregorio López, que se autorizó exclusivamente desde su publicación en el año de 1555»4. Resulta evidente que aún estamos en un proceso de transición, en el que los textos jurídicos históricos mantienen su vigencia, a pesar de los intentos de los ilustrados de empezar a delimitar el Derecho del Pasado.

			A mediados de siglo, esta cuestión todavía seguía sin resolver, como puso de manifiesto la publicación, entre 1847 y 1851, de la famosa obra Los códigos españoles concordados y anotados, por iniciativa de Manuel Rivadeneyra5. En sus 12 volúmenes, se incluían importantes textos de Derecho histórico, fundamentalmente castellano, desde el Liber Judicum hasta la Novísima Recopilación, con introducciones a cargo de prestigiosos juristas de la época, como Joaquín Francisco Pacheco o Pedro Gómez de la Serna. Mediante la Real Orden de 22 de mayo de 1847, se dispuso que los Ayuntamientos que tuvieran 200 vecinos o más debían suscribirse a dicha obra, resaltando que esos textos se tenían que consultar con frecuencia6.

			Hasta el momento, la mayor parte de publicaciones de los textos jurídicos históricos respondía a ese estadio intermedio entre Derecho histórico e Historia del Derecho, pero poco a poco se empezó a fomentar la publicación de fuentes jurídicas con un carácter netamente histórico. Destacan, en este sentido, las iniciativas de la Real Academia de la Historia. Más allá de los trabajos de Tomás Muñoz y Romero, de los que hablaremos extensamente más adelante, tuvieron una gran importancia la publicación de las Cortes de los antiguos reinos de León y de Castilla7 acompañada de una introducción escrita por Manuel Colmeiro, y continuada por las Actas de las Cortes de Castilla8, publicadas por iniciativa del Congreso de los Diputados, sobre la base de los fondos de su Archivo y con la colaboración también de la Real Academia de la Historia. Estas colecciones son un referente para cualquier estudioso de la Historia política de España.

			No obstante, la presente publicación hunde sus raíces en una práctica habitual de los historiadores del Derecho desde que la disciplina se fue consolidando: la de publicar colecciones de documentos. El punto de partida de este interés lo encontramos tras el fallecimiento de Hinojosa en 1919, con la publicación de una recopilación realizada por el maestro granadino de los más importantes documentos «sobre instituciones sociales en León y Castilla durante los primeros siglos de la Reconquista». La obra, formada bajo los auspicios del Centro de Estudios Históricos, debería haber tenido dos partes: la colección documental, que ya estaba terminada en 1913, y el análisis historiográfico de las instituciones que reflejaban dichos documentos. La dirección del Centro de Estudios Históricos decidió esperar a que Hinojosa culminase su trabajo, pero por diversas circunstancias no lo pudo realizar. A su muerte, un pequeño grupo de discípulos preparó la edición de la colección documental, sobre la base de los papeles localizados en su despacho, que sería publicada bajo el título Documentos para la historia de las instituciones de León y de Castilla (siglos x-xiii)9. Sánchez Albornoz, por su parte, continuó con la tradición de su maestro, como se pone de manifiesto en sus Lecturas de Historia de España, antes mencionadas, pero, sobre todo, a través de la iniciativa de destinar una sección del Anuario de Historia del Derecho Español, fundado por él mismo en 1924, a la publicación de documentos inéditos.

			Hasta ese momento, el análisis directo de los documentos solía reservarse a los estudiosos de la materia, pero esta perspectiva cambió como consecuencia de la implantación del Plan de Estudios de 195310, que en el Primer Curso de la Licenciatura en Derecho introdujo una asignatura llamada «Prácticas de lectura de textos jurídicos clásicos (latinos y españoles)». Al poco de la caída como Ministro de Educación Nacional de Joaquín Ruiz Jiménez, mediante Decreto de 14 de septiembre de 1956 se suprimió esta disciplina por considerar que no tenía «entidad independiente de las asignaturas que ya se cursan»11. No obstante, su corta vigencia en las Facultades de Derecho contribuyó de forma decisiva a un cambio importante en la forma de entender la enseñanza de la Historia del Derecho, hasta ese momento centrada en una perspectiva meramente teórica. Para poder impartir esta asignatura, los profesores encargados de la misma se vieron obligados a crear herramientas de trabajo que les permitiesen desarrollarla. Éste fue el caso de Rafael Gibert, que como responsable de la materia en la Universidad de Granada, publicaría en 1954 sus Textos Jurídicos Españoles12. También a Alfonso García-Gallo se le encomendó esta disciplina en la Universidad de Madrid. Sin lugar a dudas, la «Antología de fuentes del Antiguo Derecho», que constituye el segundo volumen de su Manual de Historia del Derecho Español13, publicado por primera vez en 1959, tiene su origen en los años de preparación de esta asignatura. En este sentido (y en muchos otros), García-Gallo fue, de entre todos los historiadores del Derecho, el que más contribuyó, gracias a esta magnífica colección documental, a la introducción en las aulas de los documentos histórico-jurídicos. Todas las colecciones que han venido después, incluyendo la presente, son deudoras de su planteamiento y de su trabajo.

			Desde hace ya varias décadas el empleo de documentos en las clases de «Historia del Derecho» se ha incrementado notablemente. La irrupción del «Plan Bolonia» y las reformas sucesivas de los Planes de Estudios, unidas a la permanente crisis de las Humanidades que estamos viviendo, han hecho que los que nos dedicamos a la docencia de la Historia del Derecho tengamos que replantearnos la asignatura, tanto en sus contenidos y aproximaciones, como en su papel en la formación de los juristas del siglo xxi. Son épocas difíciles para la Historia del Derecho. Por eso, es especialmente necesario defender una Historia jurídica bien hecha y apoyada en los documentos, reivindicando la importancia del Pasado en la formación del Derecho actual, y su utilidad como instrumento para fomentar el sentido crítico de los alumnos del Primer curso.

			Sánchez-Albornoz, hace años, afirmaba que el historiador «debe saber hacer hablar a los documentos», rechazando una interpretación pegada a la mera literalidad del texto, tanto como su deformación o mutilación al servicio de fines interesados. Es la base documental que acompaña a los estudios rigurosos, la que nos explica el alcance de las normas y de las instituciones. Por eso, es necesario familiarizar al alumno, desde sus primeros pasos en la Universidad, con el manejo de las fuentes. Pero, a veces, no disponen de suficiente información para aproximarse a las mismas con un sentido crítico, sobre todo en un mundo en donde cada vez más se desprecian los conocimientos históricos, ignorando su importancia en la formación de un buen jurista. Ésta es la razón que nos ha impulsado a formar esta colección de documentos y fuentes bibliográficas, en la que se recogen textos desde la España prerromana hasta prácticamente nuestros días, incluyendo el estudio del Constitucionalismo y la Codificación del Derecho. Todos estos documentos, además de por esta presentación, están precedidos de una introducción metodológica, cuya finalidad es transmitir al estudioso el alcance y valor de las fuentes de conocimiento, dado que constituyen la base necesaria en donde se sustenta el contenido de la Historia del Derecho.

			Algunas de las decisiones tomadas con relación al contenido del libro deben ser justificadas. En primer lugar, el libro que el lector tiene en sus manos responde a un propósito docente y científico que parte del respeto más escrupuloso a los derechos de autor. La selección de textos se ha realizado en atención a su importancia a la hora de contribuir a la construcción de la disciplina. Buena parte de las obras y materiales reproducidos son de dominio público, pero también se han incluido textos que mantienen vigentes derechos relativos a la propiedad intelectual, tratándose tanto de obras originales como derivadas. En estos supuestos, se ha procurado respetar los requisitos legales que exige el derecho de cita, pero respecto a los fragmentos más largos, cuando ha sido posible, se ha consultado a los autores, o a los titulares de sus derechos, acerca de su inclusión en esta colección. En todo caso, las autoras atenderán cualquier duda o reserva que pueda surgir al respecto. En segundo lugar, se ha acudido, en la medida de lo posible, a las fuentes originales o más autorizadas en la materia. Para ello hemos empleado libros de distintas procedencias. Algunos son ejemplares pertenecientes a las autoras. Otros han sido consultados en Bibliotecas, destacando fundamentalmente los fondos de la Biblioteca de la Universidad Pontificia Comillas, cuyo personal, con la paciencia y eficacia que les caracteriza, nos ha ayudado enormemente. No obstante, también se han empleado diversos recursos digitales, que en la actualidad realizan una importante labor en la difusión del conocimiento histórico, lo que ha permitido incluir fragmentos que de otra forma hubieran sido muy difíciles de localizar. En estos casos, al citar la fuente, se mencionarán también las páginas web o bibliotecas virtuales que hemos consultado, para informar al lector acerca de su origen. En tercer lugar, esta colección de documentos y fuentes bibliográficas corresponde a la Historia del Derecho español, aunque también se recogen algunos textos que permiten una mejor comprensión de la cultura jurídica occidental desde otras perspectivas, como la puramente histórica o la politológica. En cuarto lugar, puede sorprender que, aunque se incluyen referencias a territorios que en otras épocas formaron parte de la Monarquía Hispánica, no hayamos incluido documentos relativos a los Reinos de Indias y otros territorios de Ultramar. A pesar de su importancia, razones de espacio nos han impedido hacerlo, si bien esperamos formar, en un futuro, un volumen aparte dedicado a estos dominios y su Derecho. En quinto lugar, cada documento (o bloque documental) va precedido por un comentario, que aclara y completa su contenido, dándole un soporte teórico para su mejor interpretación. En sexto lugar, también ha sido necesario adoptar algunas decisiones relativas a la forma de transcripción. Así, se ha tratado de respetar, en la medida de lo posible, la grafía original de la fuente empleada, puesto que el modo de escribir en un momento dado de nuestra Historia nos ayuda a comprender el alcance y significado de una norma o institución, o la trascendencia de una obra doctrinal, aunque en ocasiones se ha optado por actualizar el texto, ante las dificultades que planteaba su lectura. No debemos olvidar que el fin de esta colección no es lingüístico, sino histórico-jurídico. En cuanto a la extensión, a diferencia de otras colecciones documentales, y en aras de que el lector pueda formar sus propias conclusiones, se ha optado por mantener, en la medida de lo posible, la integridad del significado del fragmento, incluyendo en ocasiones textos de varias páginas, por el interés que presenta para la comprensión de la institución que refleja o la realidad que pretende describir, y para mostrar la construcción argumental que esconde. En séptimo y último lugar, algunos de los documentos reproducidos estaban escritos originariamente en idiomas distintos al español, como, por ejemplo, el latín, que fue la lengua oficial y culta en el mundo medieval europeo, y que, con relación a España, tuvo ese carácter en nuestros Reinos cristianos hasta el siglo xiii. También ha sido necesario recurrir a textos en inglés, como en el caso de algunas fuentes del Derecho musulmán. En estas ocasiones, se ha optado por incluir las versiones en español más reconocidas por su fidelidad al texto original, aunque también ha sido necesario traducir algunos de los documentos recopilados, por no haberse realizado hasta el momento ninguna traducción o por la mala calidad de las existentes. En estos casos, se informará de este extremo al lector en una nota a pie de página. En cambio, en los casos de documentos redactados en otras lenguas romances españolas, como el catalán, se ha optado por mantener el documento en dicha lengua.

			Esperamos que el resultado sea una herramienta útil para cualquiera que pretenda acercarse al fenómeno histórico desde una perspectiva jurídica, si bien los destinatarios fundamentales de nuestro trabajo son, como no podía ser de otra manera, los estudiantes de Primer curso de Derecho. No concebimos esta colección de documentos y fuentes bibliográficas como un mero instrumento para aprender a hacer comentarios de texto, sino que lo que pretende es sentar las bases de aprendizaje de un método de investigación (el histórico-jurídico) y la selección de información, para establecer unos cimientos sólidos en sus primeros pasos en la Facultad. Como bien dicen las Partidas, la Universidad es «ayuntamiento de maestros, et de escolares, que es fecho en algunt logar, con voluntad, et con entendimiento de aprender los saberes»14. Por ello, esta colección pretende ser un homenaje a todos aquellos que han contribuido a la formación de la Historia del Derecho en España a lo largo de 200 años, tomando como punto de partida los trabajos de Martínez Marina. Este homenaje comprende a los editores e impresores que dieron difusión a los documentos y estudios en los que nos basamos, a los traductores que hicieron más asequibles los textos que manejamos, pero, sobre todo, a los grandes maestros, de cuyos esfuerzos somos deudoras, teniendo en nuestras mentes especialmente a D. Luis García de Valdeavellano. Por último, también nos gustaría hacer un reconocimiento, agradecido y emocionado, a todos esos alumnos que, a lo largo de muchos años de dedicación académica de las autoras, han demostrado su compromiso con el conocimiento, del que son un eslabón fundamental.
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INTRODUCCIÓN METODOLÓGICA A LA HISTORIA DEL DERECHO

			
1. NATURALEZA DE LA HISTORIA DEL DERECHO

			
1.1. Algunas reflexiones previas sobre el carácter científico de la Historia del Derecho


			Desde hace varias décadas se identifican los saberes científicos humanos con aquellos que se fundan en métodos de investigación empíricos, basados en la observación de la naturaleza y en la experimentación, dando teóricamente como resultado conocimientos racionales y objetivos. No obstante, los saberes culturales y sociales también pueden tener un carácter científico, si se emplea un método de investigación basado en la hermenéutica, es decir, en la interpretación de la información recabada, y que da como resultado una valoración, si no racional, al menos razonable. Pero, incluso dentro de nuestras filas, hay autores que niegan este carácter científico. En este sentido, Marc Bloch afirmaba categóricamente que «La Historia no tiene existencia científica», porque se basa en un método descriptivo y no analítico15. Sin embargo, si por «Ciencia» entendemos el conjunto de conocimientos obtenidos mediante la observación y el razonamiento, sistemáticamente estructurados y de los que se deducen principios y leyes generales (en nuestro caso, conceptos y categorías), es posible encuadrar en el ámbito científico tanto los saberes naturales y tecnológicos, como los culturales y sociales16.

			Lo que hace que un saber se convierta en una disciplina científica es un objeto claro, la aplicación de una metodología y una tendencia a la búsqueda de la objetividad, siendo conscientes de que la subjetividad del investigador no puede ser neutralizada, aunque sí atenuada. Por lo tanto, la Historia como el Derecho pueden considerarse disciplinas científicas, siempre y cuando se aplique adecuadamente un método de carácter hermenéutico, es decir, basado en la búsqueda e interpretación de la información.

			Una vez aclarado por qué se puede entender que la Historia y el Derecho son saberes científicos, queda por determinar si la naturaleza científica de la Historia del Derecho es jurídica o histórica, atendiendo a la finalidad que persigue y a la metodología empleada. En los primeros tiempos de la disciplina, la Historia del Derecho se concebía como una rama de la Historia general, a la que se aplicaba el método histórico-crítico. En este sentido estaba planteada la Memoria que presentó García de Valdeavellano para optar a la Cátedra de Historia del Derecho español en Barcelona, que ganó en 1933. Al ocuparse de este concepto afirmaba lo siguiente: «La Historia del Derecho español es, ante todo, Historia. De ahí que para lograr una conciencia clara de su concepto tengamos que darnos cuenta de lo que racionalmente sea la esencia de la Historia. Pero es Historia de un sistema de normas: el Derecho. Y, al propio tiempo, de un derecho peculiar: el Derecho español»17.

			En 1953 García-Gallo planteó la ruptura con este planteamiento, en su famoso artículo publicado en el Anuario de Historia del Derecho Español bajo el título «Historia, Derecho e Historia del Derecho». En él introdujo una idea interesante que abría una nueva perspectiva en el estudio de la disciplina: la persistencia del Derecho. García-Gallo afirmaba que en el Derecho «lo pasado y lo presente son en buena parte una misma cosa». Por ello, defendía la existencia de un «núcleo permanente en todos los ordenamientos, y que en ellos sólo lo accesorio es mudable». También criticaba la periodificación en sistemas, abogando por centrarse en el estudio de cada institución a través de las distintas etapas de la Historia del Derecho. Esta nueva aproximación al fenómeno jurídico en perspectiva histórica, implicaba una renovación metodológica también, en la que se diera entrada a la técnica jurídica sin incurrir en lo dogmático18, perspectiva que gozó de una buena acogida entre los historiadores del Derecho. Sin embargo, desde finales de los años sesenta, principios de los años setenta del siglo pasado, el debate entre ambas posturas se tensionó. Jesús Lalinde optó por una aproximación a esta problemática que él denominó «bifronte». En su diagnóstico, entendía que la crisis había surgido por una excesiva «tecnificación» de la Historia del Derecho. Esta aproximación conceptualista tenía dos tipos de detractores, tanto desde la Historia general, como desde la Historia del Derecho. Así, muchos historiadores generales consideraban en ese momento que «la Historia del Derecho se anquilosa al construirse autárquicamente», es decir, al construirse sobre el Derecho de forma autosuficiente, prescindiendo de la Historia. Lalinde entendía que esas críticas, en parte, estaban justificadas, pero también que eran el resultado de «el disgusto que produce la falta de posesión de una técnica, frente a la cual se reacciona con aparente desdén». Por otro lado, algunos historiadores del Derecho, como Pérez-Prendes y Tomás y Valiente, habían «radicalizado» su defensa de la historicidad de la disciplina. Para Lalinde, la Historia del Derecho, como cualquier tipo de Historia, no puede limitarse «a describir hechos histórico-jurídicos», sino que debe aspirar «a elaborarlos, abstrayendo esencias, clasificando con arreglo a categorías y observando fenómenos»19. Ésa es la clave de su comprensión de la Historia del Derecho como saber mixto o bifronte.

			Este debate, que hoy en día se considera superado, contribuyó en gran medida a pensar en la disciplina desde una perspectiva metodológica, lo cual ha enriquecido notablemente el trabajo de los historiadores del Derecho en las últimas décadas, independientemente del posicionamiento formal de cada uno, al aprovechar las múltiples posibilidades de investigación que nos aportan ambas perspectivas.

			
1.2. Elementos de la Historia del Derecho como Ciencia


			La Historia del Derecho, como disciplina científica, pretende comprender las distintas manifestaciones jurídicas del pasado, mediante el análisis y la interpretación de los testimonios que nos han llegado. Para ello, se deben delimitar los dos elementos en los que se asienta el estudio de un conocimiento con vocación científica y que son: el objeto, que es la materia que pretendemos conocer mejor a través de nuestro estudio; y su método, que es la forma en la que lo estudiamos.

			1.2.1. Objeto de la Historia del Derecho

			El objeto de cualquier ciencia es la concreción de la materia de conocimiento que queremos abordar a través de nuestro estudio. La palabra «objeto» proviene del verbo latino obicere, que significa «poner delante». El punto de partida de toda investigación es tener claro lo que se quiere conocer mejor a través del estudio, porque indudablemente la ciencia se determina por su objeto.

			Tal y como afirmaba Marc Bloch, «el objeto de la Historia es el hombre. Mejor dicho: los hombres»20. No obstante, esta afirmación es excesivamente genérica, puesto que todo objeto de investigación necesita delimitarse. En este sentido, el objeto de la Historia son los acontecimientos pasados y dignos de memoria de toda sociedad humana, siempre sometidos a las coordenadas de espacio y tiempo.

			Ahora bien, la Historia del Derecho añade a este objeto la temática jurídica. El referente para la delimitación del objeto de la Historia del Derecho lo encontramos en Gustav Hugo (1764-1844), el maestro de Savigny. En su Historia del Derecho Romano, afirma que la Historia del Derecho puede dividirse en historia externa, que «trata de la historia de las fuentes comprendidas todas impropiamente bajo el nombre común de leyes, y la de sus modificaciones sucesivas»; e historia interna, «que constituye lo que se llama frecuentemente Antigüedades del derecho ó Jurisprudencia cronológica, pasa revista a los principios del derecho: examina cómo han nacido, cómo se han desarrollado paulatinamente y muchas veces también cómo han desaparecido del todo»21. Esta división del objeto de la Historia del Derecho se ha mantenido a lo largo de dos siglos, con lógicas adaptaciones. Así, Tomás y Valiente, en su Manual, habla por un lado de la «Historia de los modos de creación del derecho» y de la «Historia de las instituciones jurídicas»22.

			De esta forma, la Historia externa del Derecho se refiere a la Historia de las normas y de sus fuentes, mientras que la Historia interna del Derecho se dedica al estudio de la Historia de las instituciones. En este sentido, entendemos por norma (del latín, norma, escuadra) cualquier tipo de precepto jurídico, ya sea escrito o consuetudinario, que rige en una sociedad humana, con el objetivo de realizar la justicia y garantizar la paz social. En cambio, una «institución» —que es uno de los conceptos más empleados, pero a la vez más imprecisos del mundo del Derecho— es un elemento estructural esencial del orden jurídico, político y/o social. Pérez-Prendes da una definición muy acertada al respecto al describir una institución como el comportamiento de un grupo en relación con un hecho social básico conflictivo que le caracteriza culturalmente y que ha sido consensuado a lo largo del tiempo por esa colectividad. A diferencia de los contratos, que constituyen una limitación voluntaria —que no libre— de las personas en aras de un acuerdo de convivencia, las instituciones constituyen una restricción que la propia sociedad impone a sus miembros a través de unas reglas de conducta que se consideran indisponibles por el individuo23.

			Este objeto jurídico dual (normas e instituciones) tiene que ser puesto en relación con las coordenadas históricas de espacio-tiempo para poder delimitar adecuadamente el objeto de la Historia del Derecho.

			1.2.2. Método de la Historia del Derecho

			Hace muchos años, Ernst Bernheim señalaba, en su obra Introducción al estudio de la Historia, que «a medida que evolucionan las ciencias, se desarrollan y perfeccionan sus métodos, esto es, los medios y procedimientos para lograr los deseados conocimientos de las respectivas materias»24. Decíamos en líneas anteriores que cualquier ciencia se determina por su objeto. Por lo tanto, según sea el concepto que se tenga de nuestra disciplina, así será el método y las fuentes que se utilizarán en su estudio.

			El método de trabajo de los historiadores del Derecho en su tarea investigadora, debe tener en cuenta, en todo caso, la doble consideración de la Historia del Derecho como ciencia histórica y ciencia jurídica. Así, el método histórico-crítico se fundamenta en el estudio y análisis de los hechos, mientras el método jurídico-dogmático busca la formulación de los conceptos y de las categorías. La Historia del Derecho no puede prescindir de ninguno de estos métodos, por lo que se ha creado un método propio, que fusiona ambos, y que nos permite conocer los valores jurídicos en cada momento, y, a la vez, construir los conceptos jurídicos de cada periodo, mostrándonos la evolución y la transformación del sistema jurídico.

			Posiblemente, el autor que mejor ha sistematizado este método ha sido José María Font Rius, que, en la voz «Derecho histórico», publicada en la Nueva Enciclopedia jurídica Seix25, distingue las tres fases sucesivas del método histórico-jurídico, que son:

			a) La heurística, que implica la investigación y conocimiento de las fuentes histórico-jurídicas.

			b) La crítica interna y externa de las fuentes de conocimiento, para determinar la autenticidad, el alcance y el valor de las mismas, así como la veracidad y utilidad de su contenido.

			c) La síntesis reconstructiva, que viene tras las dos operaciones anteriores, que deben culminar con la sistematización de los datos obtenidos y una adecuada exposición de los resultados de investigación, describiendo los acontecimientos destacados y los conceptos jurídicamente relevantes. En este caso, hay que tener presente si el fin de la investigación es académico o profesional.

			
2. FUENTES DE CONOCIMIENTO PARA LA HISTORIA DEL DERECHO

			
2.1. ¿Qué son las fuentes de conocimiento?

			La palabra fuente proviene del latín (fons, fontis) y aparece recogida, a partir del siglo xix, en casi todas las lenguas cultas de Europa en el sentido de «medio de conocimiento» histórico, tal y como recogía Guillermo Bauer en su conocida obra Introducción al estudio de la Historia26 Ernesto Bernheim, a su vez, las definía como el «material de donde se derivan los conocimientos de nuestra ciencia»27.

			Desde la perspectiva concreta de la Historia del Derecho, Helmut Coing, en su estudio Las tareas del historiador del Derecho, afirmaba que «Las Fuentes o testimonios conservados constituyen la base de toda investigación histórico-jurídica»28. No obstante, la definición de Font Rius es tal vez la más adecuada a nuestros fines, al entender fuente como el dato o testimonio del que se sirven los investigadores para obtener una información, directa o indirecta, acerca del objeto de su estudio29. La comprensión de los distintos sistemas jurídicos que se han sucedido en la Historia, hace imprescindible que acudamos a los testimonios conservados de la vida pasada, que nos proporcionarán el material necesario para reconstruir cómo se desarrolló el Derecho en distintas épocas.

			Por eso, uno de los presupuestos fundamentales para cualquier persona que se inicie en la investigación, es el buen manejo de las fuentes de conocimiento existentes de la materia en la que pretende especializarse. Para ello conviene tener claros ciertos conceptos y clasificaciones, si bien existen casi tantas aproximaciones a esta materia como autores. En este sentido, Pérez-Prendes afirmaba lo siguiente: «De hecho, cada autor aporta una clasificación propia que, en parte, innova y, en parte, reproduce las de los que le precedieron»30. En todo caso, el objetivo de cualquier clasificación de fuentes, como las que exponemos a continuación, es entender mejor el origen de los datos obtenidos, ayudando al investigador a hacerse las preguntas necesarias para determinar el alcance e importancia de la información contenida.

			
2.2. Tipos de fuentes de conocimiento


			2.2.1. Clasificación de fuentes en atención al valor de la información que contienen

			En la actualidad, la clasificación básica de las fuentes de información suele hablar de fuentes primarias, secundarias y terciarias, si bien existen muchos matices a la hora de determinar el alcance de unas y otras. En este sentido, nosotros entenderemos por fuentes primarias aquellas fuentes que contienen información en bruto, sin procesar, sobre el tema de investigación y que se recogen en cualquier tipo de soporte (escrito, audiovisual, fotográfico, fonográfico…). En cambio, las fuentes secundarias son aquellas que analizan, interpretan y organizan la información que se tiene acerca del objeto de estudio, cuyo origen está en fuentes primarias o en fuentes secundarias anteriores. Por último, las fuentes terciarias son aquellas que seleccionan y organizan fuentes primarias y/o secundarias con el objetivo de facilitar el acceso a las mismas.

			2.2.2. Clasificación de fuentes jurídicas

			En la redacción original del Código civil no se recogía una clasificación explícita de las fuentes del Derecho español, si bien en su artículo 6, § 2.º, establecía que «Cuando no haya Ley exactamente aplicable al punto controvertido, se aplicará la costumbre del lugar y, en su defecto, los principios generales del derecho», origen del actual artículo 1.1, fruto de la reforma de 1973, en el que se afirma rotundamente que «Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del derecho» 31.

			En este sentido, entendemos por ley cualquier tipo de norma escrita, que se puede leer, independientemente del rango que ostente32. La costumbre33, en cambio, es la norma no escrita, que para adquirir vigencia requería, según los romanistas, usus (hábito), diuturnitas (durabilidad) y opinio iuris (conciencia de obligatoriedad). Por último, los principios generales del Derecho han sido definidos por Ángel Latorre como «los enunciados generales a los que se subordinan un conjunto de soluciones particulares […] que actúan como medio de colmar las lagunas de Derecho y de permitir un recto entendimiento de sus normas», si bien «no podrán ser invocados con éxito más que en la medida en que coincidan sustancialmente con los principios básicos del ordenamiento vigente»34. En cualquier caso, «en los modernos Derechos estatales, sobre todo en los de tipo continental, la primacía de la Ley ha reducido mucho la trascendencia práctica» tanto de la costumbre como de los principios generales del Derecho35.

			No obstante, tal y como afirmó Galo Sánchez, no hay que confundir las fuentes del Derecho propiamente dichas, que son las que acabamos de analizar, con las fuentes del conocimiento del Derecho36. Realmente, si preguntas a cualquier estudiante de Derecho cuáles son las fuentes jurídicas que percibe en los manuales que estudia, la respuesta será, en la mayoría de los casos, la Ley, la Jurisprudencia y la Doctrina.

			Entre los historiadores del Derecho español, Galo Sánchez fue el verdadero impulsor de la clasificación de las fuentes jurídicas, que divide en directas e indirectas, identificando las primeras con las fuentes de creación del Derecho, y las segundas con los documentos de aplicación del Derecho y la literatura jurídica37. También tuvo mucha influencia entre algunos de nuestros estudiosos, como Font Rius38 y Pérez-Prendes39, la clasificación de Enrico Besta, que divide las fuentes jurídicas en inmediatas, directas o principales y mediatas, indirectas o accesorias40, incluyendo entre las primeras los textos legales, las redacciones consuetudinarias, la jurisprudencia y la literatura jurídica, y entre las segundas los documentos de aplicación del derecho, los formularios, el folklore jurídico y otras fuentes de carácter literario, narrativo o, incluso, arqueológico. No obstante, Pérez-Prendes añade otra clasificación que resulta más interesante, y es la que distingue entre fuentes de creación del Derecho, que son «aquellas normas y principios que en un momento histórico-determinado alcanzan el rango de normas jurídicas vigentes», y fuentes de conocimiento del Derecho, que son «los fenómenos apreciables físicamente que dan noticias acerca de la esencia, suerte o contenido de un principio jurídico en un instante histórico determinado»41.

			Nuestra propuesta de clasificación, que se inspira en las anteriores, se centra en tres tipos de fuentes jurídicas:

			a) Fuentes de creación del Derecho: Son aquellas fuentes que contienen normas y principios jurídicos que regulan las relaciones sociales. En este sentido, las fuentes de creación del Derecho por excelencia son las Leyes, entendidas en un sentido amplio, concepto que incluye desde la Constitución hasta los Reglamentos, desde los Fueros hasta las Pragmáticas. En los países del Common Law incluiríamos dentro de estas fuentes el precedente judicial, pero no en los países del Sistema Continental, en los que la Jurisprudencia se considera (al menos formalmente) fuente de interpretación del Derecho.

			b) Fuentes de aplicación del Derecho: Son aquellas fuentes que contienen actos o pareceres jurídicos que se aplican a una situación particular. Aunque la mayor parte de los autores consideran estas fuentes como indirectas, la naturaleza de las mismas es plenamente jurídica porque regulan relaciones sociales concretas. Así, por ejemplo, tal y como reza el artículo 1.091 del Código Civil español, los contratos «tienen fuerza de ley entre las partes contratantes». En ese mismo sentido, a un testamento se le suele llamar la «ley del testador», y una sentencia tiene fuerza vinculante para las partes del pleito.

			c) Fuentes para la comprensión del Derecho: Son aquellas fuentes que, de forma indirecta, nos aportan información sobre el Derecho. Entre estas fuentes se encontraría la literatura jurídica, porque estas obras suponen aproximaciones teórico-doctrinales al fenómeno jurídico, que informan sobre el Derecho, pero no son Derecho. Por ejemplo, un manual. Otro tipo de fuentes para la comprensión del Derecho, de menor importancia, pero de gran utilidad ante la ausencia de otras fuentes o para completar las que ya tenemos, son las de carácter narrativo o literario. Estas fuentes nos dan noticias jurídicas de una época y sirven para recrear el ambiente social en el que surge un determinado orden jurídico. En este sentido, un ejemplo muy gráfico de la utilidad de estas fuentes en perspectiva histórica nos lo aporta El cántaro roto (Der zerbrochene Krug), una obra teatral de Heinrich von Kleist, representada por primera vez en 1808 bajo la dirección de Goethe, que es una de las mejores descripciones de la transición entre la Justicia del Antiguo Régimen y la nueva Justicia liberal.

			También podríamos incluir en este bloque, fuentes no escritas, de carácter simbólico o artístico, que nos aportan, a veces, más información jurídica que muchos tratados doctrinales, puesto que en su momento sirvieron para transmitir a una sociedad que no siempre sabía leer o escribir, la fuerza del Derecho. A modo de ejemplo, recordemos las Alegorías del Buen y del Mal Gobierno, realizadas por Ambrogio Lorenzetti en el siglo xiv y que decoran la Sala dei Nove del Palazzo Pubblico de Siena, que constituyen un auténtico tratado visual sobre la Tiranía; o la representación del Rey, en el precioso frontispicio, realizado por Abraham Bosse, en la edición del Leviathan de Thomas Hobbes publicada en Londres por Andrew Crooke en 1651, como cabeza del reino, que es el cuerpo que conforman todos los súbditos. Estas representaciones son muy explícitas, pero también hay otras menos evidentes que nos transmiten mucha información sobre la vida jurídica del pasado. Por ejemplo, los Rollos y Picotas que todavía encontramos en muchos Pueblos de Castilla, son la expresión de la diversidad de jurisdicciones locales, y eran considerados por sus gentes como símbolo de la Justicia.

			2.2.3. Clasificación de fuentes históricas

			El estudio de la Historia y del Derecho se apoya en el método hermenéutico, por lo que es necesario recabar datos e información a través de la consulta de diversas fuentes, fundamentalmente escritas. Es importante distinguir unas de otras, y determinar el papel que, según su valor y alcance, desempeñan en una investigación. Tradicionalmente, estas fuentes se dividen en documentales y bibliográficas, pero se han incorporado a la clasificación otras fuentes como las narrativas o literarias y las hemerográficas.

			a) Fuentes documentales: Las fuentes documentales —las más importantes para la investigación— son aquellos escritos en los que se contienen datos sobre el tema objeto de estudio, que no han sido sometidos a un proceso científico-crítico. Esta palabra proviene del latín, documentum, que significa «ejemplo» o «modelo», palabra que nace de la unión entre el verbo docere (enseñar) y el sufijo -mentum (medio o instrumento). Por lo tanto, un documento etimológicamente es un medio para enseñar. A pesar de que estas fuentes documentales pueden adoptar distintas formas, las más importantes para la investigación son, normalmente, las fuentes escritas, cuyas características son las siguientes:

			— Pueden ser fuentes tanto directas como indirectas, según el tipo de información que nos aporten. En nuestro caso, aquellas que regulan o contienen normas o instituciones jurídicas se considerarían fuentes directas, ya sea por tratarse de un documento de creación o aplicación del Derecho; mientras que las que simplemente hacen referencia a una norma o institución jurídica se considerarían indirectas (por ejemplo, una carta en la que un diputado de las Cortes de Cádiz describe cómo se formó la Constitución de 1812).

			— Pueden ser fuentes tanto publicadas como inéditas. Las fuentes documentales publicadas son aquellas que han circulado a través de cualquier soporte (por ejemplo, un libro, una revista, una página web…) que permita su pública difusión. En cambio, las fuentes documentales inéditas son aquellas que no han sido difundidas en sus exactos términos; es decir, que no han sido transcritas y publicadas. No obstante, esto no significa que las fuentes inéditas tengan que ser en todo caso desconocidas. Hay ocasiones en las que su contenido puede ser conocido, cuando un investigador lo ha empleado en algún estudio, pero al no ser necesaria su transcripción en sus exactos términos, nunca ha sido publicada.

			b) Fuentes bibliográficas: Entendemos por fuentes bibliográficas aquellos estudios que, con un fin académico, se han publicado en forma de manual, monografía, capítulo de libro o artículo aplicando un método científico para su elaboración42, y que aportan un conocimiento nuevo o, al menos, una nueva perspectiva de investigación. En este sentido, tal y como decía Jesús Lalinde, «La existencia de autores de libros sólo se justifica si hacen algo que los lectores no pueden hacer por sí mismos»43.

			Toda investigación sienta sus bases en un presupuesto: determinar a piori lo que se sabe y lo que se ignora acerca del tema que se está estudiando. Es decir, lo que se conoce como «estado de la cuestión». Por este motivo, a finales del siglo xix y principios del xx fue muy habitual hacer estudios sobre literatura jurídica44. Las publicaciones, en todo caso, no se deben concebir como un objetivo en sí mismo, sino como un eslabón en el desarrollo del conocimiento humano. El conjunto o relación de estudios publicados sobre una determinada materia reciben el nombre de Bibliografía, aunque en el ámbito jurídico preferimos emplear el término Doctrina o Literatura jurídica, y en el ámbito histórico, Historiografía. Las características de las fuentes bibliográficas son las siguientes:

			— Son siempre fuentes indirectas, puesto que analizan, interpretan y organizan el material existente acerca del objeto de estudio.

			— Son fuentes publicadas, puesto que para influir en el estado de la ciencia deben gozar de cierta difusión.

			— Son (o deben ser) estudios novedosos, que aporten algo nuevo al estado de la cuestión. Esto no significa que no se pueda hablar de un tema ya tratado, sino que si se hace se debe añadir algo a lo dicho anteriormente o darle una nueva perspectiva. Si no es así, sería una reiteración innecesaria.

			c) Otras fuentes: fuentes narrativas y fuentes hemerográficas: Tanto las fuentes narrativas (o literarias) como las fuentes hemerográficas son aquellas que relatan acontecimientos o describen instituciones, sin que el autor haya sometido necesariamente dichos datos a un proceso de comprobación científico-crítico, con un objetivo literario o periodístico respectivamente. Constituyen, por lo tanto, testimonios que, desde la perspectiva del autor y con un fin no académico, nos permiten conocer una etapa de la Historia y del Derecho que en ella se daba. Dependiendo de distintas variables, estas fuentes gozan de un mayor o menor grado de fiabilidad en relación con la información contenida en ellas. Las características de las fuentes narrativas o hemerográficas son las siguientes:

			— Son fuentes indirectas, porque nos dan una interpretación no jurídica acerca de cómo era el Derecho en una época determinada, o nos permite conocer algunas instituciones jurídicas en ausencia de otras fuentes.

			— Son fuentes publicadas, puesto que nacen con el objetivo de ser conocidas por el conjunto de la sociedad debido a su finalidad literaria o informativa, y para ello han gozado de la debida difusión.

			— Suelen considerarse fuentes complementarias, puesto que los datos que contienen adolecen de subjetividad o, por lo menos, de falta de rigor científico, aunque pueden sernos muy útiles para contextualizar el objeto de nuestro estudio (por ejemplo, la Crónica de Fernando del Pulgar con relación a los Reyes Católicos, o la Historia de dos ciudades de Dickens en relación con la Revolución francesa). Incluso, en ocasiones, constituyen el único testimonio existente para el análisis de ciertas instituciones, como las normas consuetudinarias de la Antigüedad, que sólo pueden ser conocidas a través de los testimonios de los autores clásicos.

			
2.3. Localización de las fuentes de conocimiento en España


			2.3.1. Algunos de los archivos y bibliotecas españolas más importantes

			España dispone de fondos documentales de gran importancia, que nos permiten reconstruir nuestro pasado, la vida de sus gentes y de sus reinos, así como también sus leyes y sus instituciones político-administrativas. Esto se debe a su propia trayectoria histórica, en donde pueblos distintos se han asentado en nuestra piel de toro, imprimiéndole su peculiar carácter. Por otra parte, su expansión territorial, tanto en Europa como en América, la han convertido en un centro de investigación internacional. No hay más que acceder a una de las salas de consulta del Archivo de Simancas o del de Indias para corroborar esta afirmación. Por ello, nuestras bibliotecas y archivos constituyen verdaderos depósitos de la cultura occidental, y son reflejo de la importancia para la investigación histórica de los documentos y de los libros que custodian.

			Las bibliotecas, palabra de origen griego (βιβλιοθήκη) que nace de la unión de la palabra biblos (βίβλος), «rollo de papiro» y de la palabra thēkē (θήκη), «caja», son los depósitos en los que se guardan ordenadamente los libros. Las bibliotecas han existido desde la Antigüedad, siendo la más representativa de todas ellas la famosa Biblioteca de Alejandría, que almacenaba sus obras en cajas (capsae) con rollos numerados de papiro o pergamino. En la Edad Media, los monasterios y las abadías desempeñaron un papel muy importante en la conservación de la cultura, destacando especialmente la labor de los monjes benedictinos con su lema de «ora et labora». Más adelante, también se convertirían en centros de estudio las bibliotecas universitarias, como la fundada por Alfonso X el Sabio en Salamanca en 1254. En la Edad Moderna surgieron las llamadas «bibliotecas renacentistas», con el objetivo de crear centros de investigación al servicio de los eruditos, a cuyo fin se reunirán magníficas colecciones de manuscritos y libros, que proliferaron rápidamente gracias a la creación de la Imprenta por Gutenberg en 1450. Sensibles a los principios predicados por el Humanismo, pero también como símbolo del poder y la riqueza de sus fundadores, estas bibliotecas se extendieron por Europa bajo el impulso de los monarcas, como es el caso de la Real Biblioteca del Monasterio de San Lorenzo de El Escorial, fundada en 1563 por Felipe II, siguiendo el espíritu de la Contrarreforma. Sin embargo, las bibliotecas, como motor de la investigación, proceden en su mayor parte del siglo xviii, en consonancia con el espíritu ilustrado del Siglo de las Luces. Así, en 1712, por iniciativa de Felipe V, se crea la Biblioteca Real de Palacio, formada por la Biblioteca Real Particular o de Cámara, que sirvió como biblioteca privada a los reyes de la Casa de Borbón, y la Biblioteca Real Pública, antecedente de la Biblioteca Nacional, que recibirá esta denominación a través del Decreto de 28 de noviembre de 1836, en pleno auge del progresismo. También en esta época, gracias a la iniciativa de hombres cultos y eruditos, bajo los auspicios de la Corona, se formaron las Reales Academias, como la de la Lengua en 1713, o la de la Historia en 1738. La preocupación de estos personajes ilustres por la pureza del lenguaje y por el conocimiento del pasado, favorecerán la formación de bibliotecas en el seno de las instituciones que los integraban, fomentando también la custodia de los documentos y de los libros, preservándolos de esta forma para el futuro.

			En cambio, los archivos son los lugares en los que se guardan y conservan los documentos, que constituyen lo que se ha llamado la «Memoria de la Historia», guardando la noticia de lo sucedido en otras épocas. Etimológicamente, la palabra «archivo» proviene del griego archeîon (ἀρχεῖον), que alude a la residencia de los magistrados, lo que sugiere que, en sus orígenes, estos edificios sirvieron, además, como lugar para custodiar los documentos que emitían las autoridades. Existen multitud de archivos interesantes para el estudio de la Historia del Derecho español, tanto públicos como privados, pero por su importancia conviene tener muy presentes, en primer lugar, los archivos estatales, entre los cuales destacamos los siguientes:

			a) El Archivo de la Corona de Aragón, situado en Barcelona, fue creado por Jaime II en 1318. En él se guardan los fondos documentales que se refieren a antiguos Reinos que formaron parte de la Corona de Aragón.

			b) El Archivo General de Simancas, situado en esta localidad vallisoletana, fue creado por Carlos I en 1540, en donde se guarda la documentación relativa a la Corona de Castilla y a la Monarquía Española.

			c) El Archivo General de Indias, instalado en Sevilla, fue creado por Carlos III en 1785, y reúne todos los fondos documentales relacionados con las Indias, que hasta ese momento se hallaban dispersos entre Simancas, Cádiz y Sevilla.

			d) El Archivo Histórico Nacional, situado en Madrid, fue creado en 1866, durante el reinado de Isabel II, con el fin de reunir en un lugar seguro los documentos correspondientes al Antiguo Régimen, cuyas instituciones estaban desapareciendo, en el tránsito hacia el Estado liberal, así como también para custodiar los expedientes de los nuevos departamentos ministeriales que ya no tuvieran valor político-administrativo.

			e) El Archivo General de la Administración fue creado en 1969, con sede en Alcalá de Henares, con la finalidad de recibir los fondos que ya no tenían cabida en el Archivo Histórico Nacional. Se constituye como un depósito intermedio, en el que se custodia documentación que ha perdido su valor administrativo, pero que aún no tiene carácter histórico, si bien, por problemas de espacio en otros archivos, también custodia documentación histórica relacionada con la Administración de los siglos xix y xx.

			A pesar de que estos se pueden considerar los archivos más importantes de España, la riqueza documental de nuestro país pone a nuestra disposición otros muchos archivos, cuya consulta puede ser decisiva según sea el objeto de la investigación que se esté desarrollando. Así, por ejemplo, para la Historia de España, es obligado mencionar los archivos eclesiásticos, entre los que destacan los de las órdenes religiosas, como el de la Compañía de Jesús, que está en Alcalá de Henares; los catedralicios, como el Archivo de la Catedral de León, o la de Toledo; o los llamados «Libros Parroquiales», formados a partir del Concilio de Trento con objeto de anotar la administración de los sacramentos en las parroquias. Por otra parte, no todos los fondos nobiliarios son custodiados por el Estado, y hay familias que, con notable esfuerzo, han conservado los documentos y papeles de su familia, como es el caso de la Casa de Alba, cuyos fondos están a disposición de los investigadores.

			No obstante, los archivos que hemos mencionado están referidos a las grandes instituciones que vertebran la vida de un país, alejándose en muchas ocasiones de lo que fue el día a día de los hombres. Pero hay otra Historia, que es la de los hechos cotidianos, la que Unamuno denominó «intrahistoria». En estas circunstancias hay que recurrir a otros archivos, como, por ejemplo, los que guardan los documentos de aplicación del Derecho, como pueden ser los testamentos, que nos ofrecen una casuística ilimitada. Éste es el caso, por ejemplo, del Archivo Histórico de Protocolos de Madrid.

			Últimamente también han adquirido importancia las hemerotecas, palabra procedente de los términos griegos hēmérā (ἡμέρα), «día», y thēkē (θήκη), «caja», que es el lugar donde se guardan las publicaciones periódicas. Estos fondos son muy útiles para la comprensión de la sociedad española de los siglos xix y xx, no sólo por las noticias que contienen, sino como depositarios de la opinión pública en cada momento. A través de los distintos periódicos, podemos apreciar la evolución de las ideologías que inspiraron a los partidos políticos que se sucedieron en España. Por ejemplo, es de todos conocido que en la Restauración, La Época era el periódico conservador por excelencia, y El Imparcial estaba vinculado al partido liberal. Un referente de este tipo de instituciones lo constituye la Hemeroteca Municipal de Madrid, fundada en 1916 y que en la actualidad se encuentra en el Centro Cultural Conde Duque. Fue la primera biblioteca española de publicaciones periódicas, y una de las primeras a nivel mundial, por lo que sus fondos son numerosos y de gran calidad.

			2.3.2. Localización física vs. localización virtual

			La tarea del investigador siempre ha sido laboriosa, pero en las últimas décadas se ha simplificado bastante gracias a los recursos digitales tanto electrónicos (CDs o DVDs) como on-line (páginas web). La imagen del investigador ya no es, gracias a Dios, la de Ramón Carande envuelto en mantas entre los documentos de Simancas, mientras preparaba su tesis sobre Carlos V y sus banqueros45.

			No obstante, estas nuevas facilidades de investigación no siempre han supuesto una mejora de la calidad de los trabajos. En primer lugar, porque el volumen de información al que nos enfrentamos ha crecido exponencialmente; y, en segundo lugar, porque es difícil no sucumbir a lo que no exige tanto esfuerzo.

			Por eso, es necesario dar herramientas a los futuros investigadores para distinguir, ya en sus primeros pasos, la calidad de las fuentes, independientemente de su localización física o virtual. Lo importante es el valor intrínseco de la fuente que manejamos, no el soporte en el que está, ya sea físico o digital.

			En primer lugar, son herramientas fundamentales para el investigador los catálogos on-line. Especialmente útil resulta el Catálogo Colectivo de REBIUN46, dependiente de la CRUE (Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas), porque en él se ponen en común los catálogos de todas las bibliotecas universitarias de España. También tiene un enorme interés DIALNET47, que puede considerarse como uno de los mayores portales bibliográficos del mundo de la cultura hispana, desde su creación en 1999 por la Biblioteca y el Servicio Informático de la Universidad de La Rioja. Además de un catálogo on-line que permite la búsqueda por autores y por títulos de monografías, capítulos de libro y artículos de revista, es un repositorio que da acceso a texto completo a muchos de estos contenidos. Ambos son instrumentos muy útiles para determinar el estado de la cuestión.

			En segundo lugar, nos encontramos con las bibliotecas virtuales. Los fondos reproducidos suelen tratar de no vulnerar derechos de autor vigentes, por lo que constituyen un recurso magnífico para el estudioso de la Historia. Si tuviéramos que destacar alguna, hablaríamos, como es lógico, de la Biblioteca Digital Hispánica48, que es la biblioteca digital de la Biblioteca Nacional, pero también es destacable la labor desarrollada por prácticamente todas las Comunidades Autónomas49. Desde 1999, por iniciativa de la Universidad de Alicante, disponemos de la Biblioteca Virtual «Miguel de Cervantes»50, que tiene por objetivo la difusión de la cultura hispánica, contando en la actualidad con más de 260.000 registros bibliográficos. A nivel más internacional, Google Books lleva trabajando desde 2004 en la digitalización de libros, en colaboración con editoriales y las bibliotecas de diversas Universidades, entre las que se encuentra la Universidad Complutense de Madrid y su importante fondo histórico51. Desde una perspectiva histórico-jurídica, destacan fundamentalmente la Biblioteca jurídica virtual, de la Agencia del Boletín Oficial del Estado, en su sección dedicada a libros de «Historia y Derecho Histórico»52; o Pixelegis53, un interesantísimo proyecto digitalización de los fondos decimonónicos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Sevilla. También destaca la Serie de Historia del Derecho, del Instituto Figuerola de Historia y Ciencias Sociales de la Universidad Carlos III, que desde 2009 ha publicado en abierto, en colaboración con Dykinson, 69 monografías54.

			En cuanto a las fuentes documentales, también tenemos la suerte de disponer de múltiples recursos digitales. El referente de consulta de las fuentes documentales inéditas es, sin lugar a dudas, PARES-Portal de Archivos Españoles55, un proyecto del Ministerio de Cultura destinado a la difusión a través de Internet del Patrimonio histórico documental español. Entre los recursos relacionados con las fuentes documentales publicadas, es de destacar la base de datos GAZETA56, dependiente del Boletín Oficial del Estado, que reúne la colección histórica de las publicaciones de los diarios oficiales españoles entre 1661 y 1959. También resultan de gran utilidad para la Historia del siglo xix y del siglo xx, los Diarios de sesiones históricos tanto del Congreso de los Diputados57 como del Senado58.

			Por último, desde hace unos años, y sobre todo para los estudios que abordan la Historia contemporánea, contamos con las Hemerotecas digitales. En este sentido, son especialmente interesantes las de carácter público, como la Hemeroteca Digital de la Biblioteca Nacional59, la Biblioteca Virtual de Prensa Histórica60, dependiente del Ministerio de Cultura, o los fondos digitales de la Hemeroteca Municipal de Madrid61. Pero también son de consulta obligada las que han nacido de la iniciativa privada de dos importantes periódicos con más de un siglo de trayectoria, como son la del ABC62, y la de La Vanguardia63.

			En cualquier caso, los recursos histórico-jurídicos no son equiparables a los de los que disponen los estudiosos del Derecho positivo, tanto en número como en diseño. Las herramientas digitales históricas, al no ser rentables a primera vista, disponen de menos financiación para su desarrollo. Por otra parte, a pesar del soporte digital, la consulta de estos fondos plantea muchas dificultades, porque se han construido sobre la base de la catalogación original, en el mejor de los casos. En otros muchos, directamente, nos tenemos que lanzar a una búsqueda laboriosa, y no siempre eficaz, usando la tecnología de reconocimiento óptico de caracteres, más conocida como OCR. Éste es quizás el siguiente gran reto de los estudiosos de la Historia del Derecho del siglo xxi: tratar de crear nuevos recursos digitales que nos permitan un mejor análisis del Pasado.
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			PARTE I

			
APARICIÓN DE LA HISTORIA DEL DERECHO EN ESPAÑA: DELIMITACIÓN DEL OBJETO Y MÉTODO PARA SU ESTUDIO

			
1. APARICIÓN DOCTRINAL DE LA HISTORIA DEL DERECHO EN ESPAÑA

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. I-1A: Fragmento del «Discurso preliminar» de la Teoría de las Cortes de Francisco Martínez Marina (1813).

							Fuente: Martínez Marina, Francisco (1813), Teoría de las Cortes o Grandes Juntas Nacionales de los Reinos de León y Castilla, 3 vols., Madrid: Imprenta de D. Fermín Villapando, vid. tomo I, pp. LXXXVII-LXXXVIII1.

							Comentario: La figura de Martínez Marina (1754-1833) constituye el punto de partida, desde el punto de vista doctrinal, de la Historia del Derecho, al delimitar su objeto de estudio; de ahí que se le considere su fundador.

							Nacido en Oviedo el año de 1754, sus primeros estudios tienen lugar en su ciudad natal, en el Colegio de San Matías, dirigido por la Compañía de Jesús, pasando después a la Universidad de Oviedo, en donde no sólo se graduó de Bachiller en Artes, sino que inició, además, sus estudios de Teología que culminarán en Toledo, en donde obtuvo el grado de Doctor. En el año de 1777 fue ordenado sacerdote, trasladándose a la Universidad de Alcalá de Henares, ingresando en el prestigioso Colegio Mayor de San Ildefonso. En Madrid, gracias a la protección del Conde de Campomanes, fue nombrado Canónigo de la Iglesia Catedral de San Isidro. Ingresará en la Academia de la Historia, de la que sería su Director en dos ocasiones. También sería elegido miembro de la Academia de la Lengua. En las Cortes del Trienio Liberal (1820-1823) desempeñó un papel muy destacado por su condición de Diputado por Asturias, participando en la comisión encargada de preparar el proyecto de Código Penal de 1822, así como también en la comisión que redactará el proyecto incompleto del Código Civil. Su fallecimiento tuvo lugar en Zaragoza el año de 1833, ciudad a la que había sido desterrado diez años antes por la labor desarrollada en el Trienio Liberal.

							Su pensamiento político, formado en los principios ilustrados, le llevará a un liberalismo militante en su etapa de madurez, sobre todo a partir de las Cortes de Cádiz. Este clérigo de ideas avanzadas es un hombre preocupado por los problemas que afligían a España, acentuados por la invasión napoleónica en la Guerra de la Independencia (1808-1813), circunstancia que le llevará a adoptar posiciones liberales, que le ocasionarán la persecución fernandina en 1813 y posteriormente, en 1823.

							Sus escritos más importantes están constituidos por tres obras dedicadas a las instituciones histórico-políticas: el Ensayo histórico-crítico sobre la legislación y principales cuerpos legales de los reinos de León y Castilla (1808), la Teoría de las Cortes ó Grandes Juntas Nacionales de los reinos de León y Castilla (1813) y el Juicio crítico a la Novísima Recopilación (1820). Su objetivo al intentar reconstruir el pasado de España no es sólo histórico sino político. Entendía Martínez Marina que «no hay un buen Gobierno sin buenas leyes», leyes que en su opinión procederían de una monarquía parlamentaria, forma de gobierno que defendería para España. Considera, por su parte, que para poder hacer buenas leyes es necesario conocer la antigua legislación de España, acudiendo sobre todo a la Edad Media, en donde encuentra el origen de sus ideas liberales. Así, por ejemplo, los fueros municipales constituían la expresión genuina de la defensa de las libertades y derechos de los habitantes de un lugar; y las Cortes de Castilla, el antecedente de las Cortes de Cádiz.

							En este sentido, la Historia del Derecho para Martínez Marina tiene un fin instrumental, como elemento indispensable para la construcción nacional, tal y como se refleja en el fragmento de la Teoría de las Cortes, que recogemos a continuación.

						
					

				
			

			FRAGMENTO DE LA TEORÍA DE LAS CORTES

			120. Despues de muchas y serias meditaciones llegué á persuadirme que el remedio mas pronto y la medicina mas eficaz para curar las enfermedades envejecidas del pueblo y disponerle á recibir con agrado las verdades que sirven de base al nuevo sistema de gobierno y á tomar interés en la actual revolución, era instruirle en la historia de las precedentes generaciones, proponerle los egemplos de sus antepasados, mostrarle lo que fue la nacion en otro tiempo, sus primitivas instituciones, los preciosos elementos del poder supremo de nuestros padres, la energía con que lucharon contra el despotismo por sostener sus derechos, y los medios de que se valieron para conservar su libertad é independencia. No porque yo haya pensado jamas que la nacion no tiene otros derechos que los que gozaron nuestros mayores o que no exîstan mas títulos para asegurar la independencia y libertad nacional que los que se hallan consignados en los viejos y carcomidos pergaminos sepultados en el polvo de los archivos, y mucho ménos que la antigua constitucion de Castilla fuese perfecta y adaptable en todas sus partes á la presente situacion política, sino por lo mucho que la conducta y gloriosas acciones de nuestros antepasados pueden contribuir á extender y fijar la opinion general, á formar el espíritu público, á excitar los deseos de la nacion y á encaminarla por las sendas de la felicidad. Los egemplos de los antiguos que la generacion presente mira con religioso acatamiento, obran en nosotros con mas suavidad y eficacia que todas las lecciones de la sabiduría, y reprehendiendo severamente nuestra estupidez y torpe desidia, nos provocan á deponer las desvariadas opiniones de nuestra educacion corrompida, á pensar como ellos han pensado y á tomarlos por modelo de nuestra conducta. El pueblo, incapaz hoi de recibir todas las impresiones de la luz y de comprehender los altos pensamientos y delicadas discusiones de la parte mas sublime de la filosofia, y de adoptar ciertas máxîmas que por principios de educacion miraba como anti-religiosas y reprobadas, no podrá resistir á la fuerza y muda elocuencia de los egemplos que le dejaron sus padres.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. I-1B: Real orden circular de 20 de abril de 1844, sobre la apertura de los Archivos del Reino a la investigación.

							Fuente: Gaceta de Madrid, núm. 3.510, de 24 de abril de 1844, pp. 2-32.

							Comentario: El interés por el estudio de la Historia del Derecho en España fue una constante en el siglo xix, pero los trabajos publicados a lo largo de este periodo no pueden considerarse excesivamente brillantes. A pesar de que algunos autores, como Tomás y Valiente, lo atribuyen a una mediocridad cultural generalizada, también es cierto que la calidad de las investigaciones depende en gran medida del acceso a las fuentes de conocimiento, y éste no fue posible hasta la publicación de la Real Orden circular de 20 de abril de 1844.

							Esta disposición supuso un paso importante para la cultura española, en un momento del siglo xix en donde los vaivenes políticos entre moderados y progresistas, no contribuyeron precisamente a su desarrollo. Su promotor, D. José Justiniani y Ramírez de Arellano, IV Marqués de Peñaflorida, era el ministro de la Gobernación durante el controvertido Gobierno moderado de Luis González Brabo, que sólo duró 6 meses, entre el 1 de diciembre de 1843 y el 3 de mayo de 1844, fecha en la que el Consejo de Ministros presentó su dimisión. González Brabo fue un personaje contradictorio a lo largo de toda su vida, en que pasó de militar en las filas de un progresismo radical, a las de un activo carlismo, tras el destronamiento de la Reina Isabel II. Sin embargo, tuvo el acierto de nombrar a un Ministro de la Gobernación, que comprendió la necesidad de acceder a los fondos de los archivos del Reino, atendiendo a las numerosas solicitudes de estudiosos españoles y extranjeros. No obstante, la prudencia le aconsejó, dadas las circunstancias, que sólo se pudieran consultar los depósitos «puramente literarios», es decir, que hubieran perdido su valor político-administrativo, tomando al mismo tiempo medidas para salvaguardar el patrimonio documental de España.

							Gracias a la Real orden circular de 20 de abril de 1844, que recogemos a continuación, se abrieron las puertas a la investigación histórica de los archivos españoles, tales como el de la Corona de Aragón, Simancas o Indias. De esta manera, los archivos donde se custodiaba la documentación del aparato burocrático de la Monarquía Hispánica se transformaron, en parte, en archivos históricos.

						
					

				
			

			REAL ORDEN CIRCULAR DE 20 DE ABRIL DE 1844

			He dado cuenta a la Reina de un expediente instruido en este ministerio de mi cargo con motivo de las licencias solicitadas por nacionales y extranjeros para registrar los archivos del reino, y tomar en ellos apuntes y copias de los documentos que encierran, ya para ilustrar la historia, ya con diferente objeto. S. M. ha tomado en consideración este importante asunto; y penetrada de que el estado actual de la civilización no permite tener cerrados a la investigación de las personas ilustradas estos preciosos depósitos, pero tampoco el interés del Estado consiente se franqueen indiscretamente a todos los que deseen penetrar sus secretos: deseando que se establezcan reglas generales para huir de entrambos extremos, y para que sepan todos a qué atenerse en este punto, se ha servido resolver lo siguiente:

			1.º Los depósitos puramente literarios que existen en los archivos del reino y otros establecimientos análogos se pueden franquear, tanto a nacionales como a extranjeros, siempre con aquellas precauciones justas y encaminadas a evitar el mayor daño o extravío que estén prescritas en los reglamentos particulares de dichos establecimientos, y bajo la inspección y responsabilidad de los jefes respectivos; suministrándose a cuantos los deseen los datos de esta clase que les convengan y permitiéndoles sacar apuntes y copias.

			2.º En cuanto a los papeles puramente históricos no se permitirá ni a nacionales, ni a extranjeros registrar, ni mucho menos copiar, cuantos sean correspondientes al siglo próximo pasado, y a lo que va del presente; pero sí se podrán franquear los de épocas anteriores con las restricciones que luego se dirán.

			3.º Serán reservados para todos, a no ser que se conceda especial autorización, los papeles de cualquier época que sea, que versen sobre títulos y modos de adquisición de propiedades del Estado y pertenencia de territorios, como asimismo los que contengan noticias particulares acerca de la vida privada de los Señores reyes, Príncipes u otros personajes eminentes.

			4.º Los papeles que interesen particularmente, bajo cualquier aspecto que sea, a corporaciones, familias o individuos quedarán también en la clase de reservados. Cualquiera podrá dirigirse al archivero para que averigüe si existen los que necesite, expresando el objeto para qué los desea: si existiesen, el archivero lo hará presente al Gobierno, manifestando si hay inconveniente o no en la entrega, y solo en virtud de Real licencia se dará una copia, pero nunca el original.

			5.º Cuando se conceda autorización para ver, copiar o extractar algunos papeles de los no permitidos, se expresará la época, el hecho o el documento sobre que recaiga dicha autorización; y los encargados de los archivos no permitirán que la investigación se extienda a más de lo que permita la Real licencia.

			6.º En todos los casos se anotarán en un libro de registro que han de llevar los empleados del archivo los extractos, copias o notas que saquen, expresándose de qué papeles, en qué días y por cuáles personas.

			7.º Todo papel que no sea puramente literario habrá de ser examinado por el archivero, antes de permitir que de él se saque copia, extracto o anotación; y si a juicio del mismo archivero hubiere inconveniente en que se publique, consultará al Gobierno expresando el objeto a que se refiere.

			8.º Si entre los papeles del archivo hubiese algunos que por su importancia y trascendencia sean capaces de comprometer los intereses nacionales, cuidará el archivero de colocarlos en paraje reservado para que en ningún caso puedan ser examinados; y si constasen en el registro general, se pondrá al margen de la nota de muy reservados, para evitar exigencias inútiles.

			9.º No se permitirá tomar apuntes ni sacar copias de ningún papel, como no sea por conducto de los dependientes del archivo, que lo harán con la brevedad posible, y con sujeción por parte de los interesados al pago de los derechos establecidos por tarifa.

			De Real orden lo digo a V. S. para que lo comunique a los jefes o encargados de los archivos existentes en esa provincia, a fin de que lo tengan entendido para su cumplimiento y demás efectos correspondientes. Dios guarde a V. S. muchos años. Madrid 10 de abril de 1844. =Peñaflorida.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. I-1C: Advertencia de la Colección de fueros municipales y cartas pueblas de los reinos de Castilla, León, Corona de Aragón y Navarra de Tomás Muñoz Romero (1847).

							Fuente: Muñoz y Romero, Tomás (1847), Colección de fueros municipales y cartas pueblas de los reinos de Castilla, León, Corona de Aragón y Navarra, Madrid: Imprenta de Don José María Alonso, p. 3.

							Comentario: La necesidad de un mejor conocimiento y ordenación de las fuentes histórico-jurídicas y de su publicación, ya se puso de manifiesto en la Ilustración, por eruditos como el Conde de Campomanes y otros estudiosos, que consideraban que no podía entenderse la Historia de España sino a través de los textos jurídicos medievales, que permitían conocer nuestras antiguas costumbres e instituciones. En este sentido, a comienzos del siglo xix, la Academia de la Lengua española había empezado a publicar los textos jurídicos de Derecho histórico, como, por ejemplo, el Fuero Juzgo en latín y castellano, cotejado con los más antiguos y preciosos códices (1815).

							Especialmente importante fue la labor desarrollada por algunos autores como D. Tomás Muñoz y Romero (1814-1867). Tras haber defendido la causa liberal en la Primera guerra carlista, el día 1.º de junio de 1844, este jurista obtuvo una modesta plaza de oficial en la Academia de la Historia, encargándose de su Biblioteca y Archivo. El resultado de su dedicación a la ordenación de sus fondos medievales fue la publicación, en el año de 1847, de su Colección de fueros municipales y cartas pueblas de los Reinos de Castilla, León, Corona de Aragón y Navarra, obra que respondía a su preocupación por facilitar el acceso a las fuentes histórico-jurídicas. En el año de 1850, la Academia, valorando los conocimientos de Muñoz y Romero, le incorporó a su Comisión de Cortes y Fueros, la cual publicaría en 1852 el Catálogo de fueros y cartas pueblas de España; y tres años después, en 1855, el Catálogo de la colección de Cortes de los antiguos reinos de España. Al año siguiente, en 1856, al crearse la Escuela Diplomática para la formación de archiveros, fue llamado a formar parte de su profesorado con la categoría de catedrático de Paleografía, dados sus conocimientos en dicha materia. Años después, por sus méritos y servicios prestados, en 1859 ingresó como académico de número en la Real Academia de la Historia. Finalmente, en 1866 fue nombrado comisario regio (director) del Archivo Histórico Nacional, creado en ese mismo año, con la finalidad de reunir y organizar los fondos documentales procedentes de la desamortización de Mendizábal.

							La importancia y valoración de la obra de Muñoz y Romero radica en que nos permite conocer, a través de fuentes directas, las costumbres y tradiciones desarrolladas durante la Alta Edad Media, que constituyen el reflejo del pluralismo jurídico de España, fruto de la fragmentación causada por la invasión árabe en el año 711, tal y como se refleja en la «Advertencia» preliminar de su Colección de fueros municipales y cartas pueblas, que se reproduce a continuación.

						
					

				
			

			ADVERTENCIA DE LA COLECCIÓN DE FUEROS MUNICIPALES Y CARTAS PUEBLAS

			La publicación de nuestros fueros municipales y cartas pueblas es una necesidad tiempo ha reconocida por los hombres más doctos de España. Los eruditos Sarmiento, Burriel y el conde de Campomanes clamaron incesantemente por la formación de una obra, sin la cual decían con razón, que no podría entenderse la historia, ni conocerse la índole de las antiguas costumbres de nuestro país.

			Estos documentos dan a conocer épocas y sucesos importantes, mal apreciados por nuestros historiadores, rectifican ciertas opiniones, revelan muchos hechos apenas conocidos, y arrojan una grande claridad sobre los diversos elementos, que constituyen la civilización de un pueblo. España debe al régimen foral el haber excedido, en la Edad Media, a las demás naciones de Europa en la perfección de su Estado social y político. En los fueros municipales y en las cartas de población está consignada la Historia de su cultura, desde la época de la reconquista hasta fines del siglo xiv. En ellos se encuentran noticias curiosísimas acerca del carácter, usos y costumbres de los españoles, de sus leyes civiles, criminales, administrativas, económicas y militares, y de todo cuanto es necesario tener en cuenta, para conocer el desarrollo material o intelectual de cada uno de los distintos reinos, que componen hoy esta monarquía.

			
2. APARICIÓN ACADÉMICA DE
				LA HISTORIA GENERAL DEL DERECHO ESPAÑOL EN EL PLAN DE ESTUDIOS DE LAS FACULTADES DE
				DERECHO

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. I-2: Fragmentos del Real decreto de 2 de septiembre de 1883, reorganizando las enseñanzas de la Facultad de Derecho (Plan Gamazo).

							Fuente: Gaceta de Madrid, núm. 249, de 6 de septiembre de 1883, pp. 653-6553.

							Comentario: La consagración académica de la Historia del Derecho en España se produciría con el llamado «Plan Gamazo», que debe su nombre al jurista que encabezaba por aquel entonces el Ministerio de Fomento, departamento que tenía a su cargo la promoción de todo tipo de mejoras y adelantos relativos a la agricultura, la industria, el comercio, las obras públicas y, por supuesto, la educación.

							D. Germán Gamazo y Calvo (1840-1901) fue uno de los abogados más prestigiosos e importantes de la Restauración. En 1867 abrió su despacho profesional en Madrid. Su intervención en casos muy notorios y la defensa jurídica de grandes personalidades de la sociedad madrileña le dieron fortuna y prestigio. En su ejercicio profesional, muy pronto advirtió que las enseñanzas que se impartían en las Facultades de Derecho no respondían a las necesidades de la realidad jurídica española. Esta discrepancia entre la formación teórica y la práctica jurídica le llevaría, cuando fue ministro de Fomento con Sagasta, a reorganizar las disciplinas que conformaban el Plan de Estudios de las Facultades de Derecho a través del Real decreto de 2 de septiembre de 1883, sentando las bases de una estructura que constituye el antecedente inmediato de nuestros actuales planes de estudios.

							Este Real decreto supuso la consolidación legal y académica de nuestra disciplina como asignatura independiente, incluyendo la «Historia general del derecho» como una de las seis enseñanzas que componían el periodo preparatorio de los estudios jurídicos. El objetivo de la inclusión de esta asignatura era evitar que los profesores de las materias de Derecho positivo dedicaran demasiadas clases a explicar las instituciones históricas, a modo de introducción, y que, de esta forma, pudieran centrarse en el estudio de las instituciones vigentes. Pero al mismo tiempo reconocía la importancia de la materia, al crear una asignatura autónoma dedicada en exclusiva a la formación histórica de los juristas.

							De esta forma, sería un abogado en ejercicio el que, cuando llegó a Ministro de Fomento, lograría implantar un nuevo Plan de estudios en las Facultades de Derecho, más acorde con las exigencias jurídicas de la época, al tiempo que consolidaba la Historia del Derecho como una asignatura independiente.

						
					

				
			

			Fragmento (a): Exposición de motivos del Real decreto de 2 de septiembre de 1883.

			Una historia sociológica en que sucintamente se expongan la generación y las transformaciones que han traído a su actual ser a los pueblos europeos, de cuya cultura es principalísima parte el desenvolvimiento del Derecho; el estudio de la literatura nacional, y singularmente de la literatura jurídica, cuyas nociones permitan al alumno, consultando libros inspirados por diversas escuelas, ampliar y confrontar las enseñanzas que ha de recibir en las aulas; una ampliación de la Psicología, dilatando el estudio hasta abarcar las nociones principales de la Ontología y la Cosmología, fundamentos necesarios de una ciencia tan especulativa como la jurídica; un curso de Economía y Estadística, sin cuyo conocimiento no puede ser fecunda la enseñanza del derecho Público; el examen de los principios de Derecho natural, que ahora bajo el impropio nombre de Prolegómenos se exponen, en inexplicable consorcio con el primer curso de Derecho romano, y una historia general del Derecho español, que permita a los Profesores de sus diversas ramas entrar desde luego en el estudio interno de éstas, y concluir por lo tanto la asignatura que les está encomendada, son las seis enseñanzas que componen en periodo preparatorio.

			Fragmento (b): Estructura del Plan de Estudios.

			PERIODO DE LA LICENCIATURA

			— Reseña histórica de las principales transformaciones sociales y políticas de los pueblos europeos.

			— Literatura española y nociones de Bibliografía y Literatura jurídicas de España.

			— Ampliación de Psicología y nociones de Ontología y Cosmología.

			— Economía y Estadística.

			— Principios de Derecho Natural.

			— Historia general del Derecho Español.

			— Derecho romano.

			— Derecho civil español, común y foral.

			— Derecho penal y procedimiento criminal.

			— Derecho mercantil de España y de las principales naciones de Europa y América.

			— Elementos de Derecho eclesiástico general y particular de España.

			— Derecho administrativo, político y nociones de lo Contencioso.

			— Elementos de Hacienda pública.

			— Derecho internacional público.

			— Derecho internacional privado.

			— Derecho procesal, civil, canónico y administrativo.

			— Teoría y práctica de redacción de instrumentos públicos y actuaciones judiciales.

			
3. CONSOLIDACIÓN CIENTÍFICA DE LA HISTORIA DEL DERECHO EN ESPAÑA

			
				
					
				
				
					
							
							BLOQUE DOCUMENTAL NÚM. I-3A: D. Eduardo Hinojosa y Naveros (1852-1919): De su Historia general del Derecho Español a «El elemento germánico en el Derecho español».

							Comentario: Martínez Marina es considerado el punto de partida de la Historia del Derecho en España desde una perspectiva doctrinal, pero a D. Eduardo Hinojosa y Naveros (1852-1919) se le reconoce como el padre de la disciplina desde un punto de vista científico, puesto que a él se debe la concreción de la metodología para su estudio.

							Doctor en Derecho y en Filosofía y Letras, fue catedrático de «Geografía histórica» (1882-1884) y de «Historia de las Instituciones de España» (1884-1900) en la Escuela Superior Diplomática, y de «Historia Antigua y Media de España» en la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad Central (1902). Sin embargo, no llegó a ocupar una cátedra de «Historia general del Derecho», aunque la mayor parte de sus estudios e investigaciones se centraron en esta materia.

							Su formación como historiador no fue fácil, debido al escaso desarrollo de los estudios de Historia del Derecho a mediados del siglo xix, materia en la que, sin embargo, centraría su vocación académica, y que compatibilizó a lo largo de su vida con sus inquietudes políticas de orientación conservadora.

							En sus primeros años como investigador se centró en las grandes construcciones conceptuales, en donde el elemento jurídico fundamental era el Derecho Romano, especializándose en la Historia normativa. En estos años concibe la Historia como una totalidad, en la línea de Jules Michelet. Corresponde a esta etapa la publicación del primer y único volumen de su Historia General del Derecho Español (1887), utilizando el título dado a la disciplina en el Plan Gamazo. El autor contaba por aquel entonces con tan sólo 35 años, y en el prólogo de la obra, una de cuyas partes recogemos a continuación, proclamaba la autonomía de la disciplina e introducía las bases metodológicas de su obra. El objetivo inicial de este manual era realizar una síntesis de la Historia del Derecho español hasta el siglo xix. Sin embargo, la realidad y el rigor del historiador se impusieron cuando empezó a estudiar la Alta Edad Media, y por esta circunstancia sólo llegaría a publicar el primer tomo, que abarcaba desde los prerromanos hasta los visigodos.

							En 1878 Hinojosa fue comisionado por el Gobierno de Cánovas del Castillo para visitar diversas universidades alemanas, lo que le permitió conocer el método de trabajo de los historiadores alemanes, la importancia de los seminarios, así como el conocimiento de la bibliografía extranjera para la investigación, entrando en contacto con la llamada «Segunda Escuela histórica del Derecho»: Mommsen, Dahn, Eichhorn… A partir de este momento, viajó en varias ocasiones a Alemania, y también a Francia y a Bélgica. Estas experiencias le convencieron de la necesidad de profundizar en el papel desempeñado por el elemento germánico en las instituciones medievales de España, lo que dio lugar a la segunda época de su producción científica, que se inaugura con la publicación del Origen del régimen municipal en León y Castilla (1896), en la que renuncia a los grandes proyectos y concepciones, y decide proceder sectorialmente por monografías, en el estudio de la Historia del Derecho español, centrándose en la Edad Media.

							Durante estos años también desempeñaría diversos cargos públicos, entre los que destaca su designación como Director general de Instrucción Pública (1899-1900), el máximo cargo en materia de Educación, dado que todavía no existía el Ministerio correspondiente; pero sobre todo, fue Gobernador Civil de varias provincias, destacando su actuación en Barcelona. Su estancia en la Ciudad Condal sería muy beneficiosa para la Historia del Derecho, al tener libre acceso al Archivo de la Corona de Aragón, de donde procede su importante monografía La cuestión agraria y el régimen señorial en Cataluña durante la Edad Media (1905).

							Finalmente, podemos considerar El elemento germánico en el Derecho español (1915) como su obra de madurez. Esta monografía procede de una ponencia presentada en el Congreso de Ciencias Históricas, celebrado en Berlín en 1908, al que también acudió Rafael Altamira, en donde expuso su tesis del germanismo medieval español, fundada, sobre todo, en el estudio de los fueros municipales y en los documentos de aplicación del Derecho.

						
					

				
			

			Documento (a): Prólogo de la Historia general del Derecho español de Eduardo Hinojosa (1887)4.

			Al publicar la presente obra, aspiro á suplir, en cuanto lo consiente el estado actual de los estudios, el vacío de nuestra literatura en punto á libro de texto acomodado á la extensión y carácter que vino á dar á la enseñanza de la Historia del Derecho español el Real decreto de 2 de Setiembre de 1883. Hasta entonces, ésta formaba una sola asignatura con el primer curso de Derecho civil, al que debía servir de introducción. De aquí que fuese necesariamente muy breve el tiempo dedicado á su estudio, y que casi se concretara á la Historia externa del Derecho de Castilla, mientras que la Historia interna de este mismo derecho y la del comunmente llamado Derecho foral, no podía ser expuesta sino sumaria é incompletamente. Al obtener la enseñanza de que tratamos, en virtud del mencionado Decreto, el lugar que le corresponde en el cuadro de la facultad de Derecho como asignatura independiente, debe procurarse que todas las partes que comprende tengan en ella el lugar que les asigna su respectiva importancia. Tal es la norma que me ha servido de guía al escribir este libro, en el cual, en armonía con el fin á que se dirige, que es iniciar y orientar en el estudio de la Historia del Derecho español, he puesto especial cuidado en indicar las principales fuentes de conocimiento y las obras donde se tratan más amplia y profundamente las materias que abarca.

			Siendo tan vasto el ámbito de esta enseñanza, se comprende fácilmente que, si hay puntos en que, acudiendo por mí mismo á las fuentes originales, he podido formar juicio propio, hay también otros muchos respecto á los cuales he tenido que limitarme á exponer el resultado de investigaciones ajenas. Suerte común, por lo demás, á este linaje de obras, cuyo principal mérito, más que en la novedad de las conclusiones, propia de las monografías, consiste en exponer fiel y metódicamente el estado actual de los conocimientos en la materia sobre que versan. Ni siquiera esto último me lisonjeo de haberlo conseguido, penetrado como estoy de las grandes dificultades que ofrece el condensar y exponer con orden y claridad materia tan extensa y difícil, y aun en mucha parte inexplorada. Confío en que esta misma consideración, será parte para recomendar mi obra á la indulgencia de las personas competentes é imparciales.

			Documento (b): Advertencia de El elemento germánico en el Derecho español de Eduardo Hinojosa (1915)5.

			El núcleo de la presente monografía fué una memoria sobre L’élément germanique dans le droit espagnol, leída por don Eduardo Hinojosa en el Congreso histórico internacional de Berlín, el 12 de agosto de 1908.

			Dos años más tarde, considerablemente aumentada por su autor, apareció bajo el título Das germanische Element in spanischen Rechte, en la Zeitschrift der Savigny-Stiftung für Rechtsgeschichte, tomo XXXI, Germ. Abt., Weimar, 1910, pp. 282-359. Hízose, además, una tirada aparte. La traducción alemana fue obra del profesor R. Köstler.

			Esta monografía, de importancia capital para la Historia del Derecho español, era, sin embargo, muy poco conocida entre nosotros. He aquí el motivo de la presente versión castellana, hecha por Galo Sánchez, discípulo del autor. El Sr. Hinojosa ha revisado minuciosamente, modernizando, en parte, la bibliografía, y subsanando algunas erratas y omisiones existentes en el texto alemán.

			El profesor U. Stutz, de la redacción de la Revista citada, autorizado por el editor de la misma —Sucesor de H. Böhlau— ha permitido generosamente que se publique la traducción que ofrecemos al público. El CENTRO DE ESTUDIOS HISTÓRICOS debe manifestar a ambos su agradecimiento por esta deferencia.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. I-3B: D. Claudio Sánchez-Albornoz (1893-1984) y su España, un enigma histórico.

							Fuente: Sánchez-Albornoz, Claudio (2000), España, un enigma histórico, 2 tomos, Barcelona: Edhasa.

							Comentario: Uno de los discípulos más importantes de D. Eduardo Hinojosa fue D. Claudio Sánchez-Albornoz (1893-1984). Insigne medievalista, catedrático y académico, fundador del Anuario de Historia del Derecho Español en 1924, formó una de las más prestigiosas escuelas de medievalistas, con numerosos discípulos tanto en España como en la Argentina.

							Fue autor de numerosas publicaciones, todas ellas fundamentales por su aportación al conocimiento de la Historia de España, sobre todo de la Edad Media. Una de sus obras más importantes fue España, un enigma histórico, síntesis de sus investigaciones en torno a la idea de España, y que tiene su origen en su enfrentamiento con D. Américo Castro (1885-1972), otra de las grandes personalidades de la cultura española de mediados del pasado siglo. Esta polémica ha dejado profundas huellas entre filólogos e historiadores, y en la vida intelectual de España en general. Castro y Albornoz, republicanos convencidos, tras la Guerra civil española, iniciaron su periplo académico por numerosas universidades más allá del Atlántico, en Hispanoamérica y en los Estados Unidos. D. Américo acabaría aceptando la nacionalidad norteamericana, mientras D. Claudio, establecido en la Argentina, llegaría a ser presidente de la República española en el exilio, manteniendo su nacionalidad. La triste situación vivida por uno y otro, de españoles fuera de España, salvaría a estos dos grandes intelectuales de la política, y los ganaría definitivamente para la cultura española.

							En el año de 1948, Castro publicaba en Buenos Aires, con la editorial Losada, su España en su historia. Cristianos, Moros y Judíos, que más adelante llevaría el título de La realidad histórica de España, provocando una gran conmoción en el mundo intelectual, al mantener que España tenía su punto de partida en la Edad Media a partir del año 711, siendo el resultado de la confluencia de tres culturas, decisivas para la formación de lo español: la cristiana, la musulmana y la hebrea. En consecuencia, no se podía hablar de España con anterioridad a la llegada de los musulmanes.

							Sánchez-Albornoz sintió verdadera angustia, como español y como historiador, al ver desdibujarse su idea de España, basada en su conocimiento de la Historia, y su respuesta desde Buenos Aires fue la publicación en dos grandes volúmenes, en 1957, de España: un enigma histórico. En esta obra, objeto de varias ediciones, daba contestación punto por punto a las afirmaciones de «un tan exquisito ensayista como peregrino historiador». Fue una polémica difícil y agria en muchas ocasiones, en la que participaron, defendiendo las tesis de uno y otro, reconocidos intelectuales españoles.

							Recogemos a continuación dos fragmentos de esta importante obra. En el primero, se expone su idea sobre España, cuya formación se remonta, en lo esencial, a los Reyes godos; y en el segundo, hace un alegato en defensa de la importancia de España en la Historia de Europa, negando la afirmación de origen galo, en donde se dice que África empieza en los Pirineos.

						
					

				
			

			Fragmento (a): La idea de España y su polémica con Américo Castro6.

			He escrito repetidamente acuñación, cristalización, labra, forja refiriéndome al proceso de formación de lo español y de España. Y en verdad he ido estudiando los zigzagueos de esa doble empresa. Ese estudio me ha enfrentado con las etapas sucesivas de lo hispano. Sólo con perversa intención confusionista puede presentárseme sosteniendo la perpetuación a través de milenios de una y la misma españolía: la existencia del homo hispanus con sus caracteres esenciales en el hombre de la Cueva de Altamira y su prolongación sin variantes hasta nuestros días. Mis lectores ayunos de saña pueden advertir fácilmente cual ha sido mi tesis.

			Me he alzado contra la absurda y torpe teoría de que lo español es posterior al 711. Es difícil evitar una sonrisa ante la afirmación —de un tan exquisito ensayista como peregrino historiador— de que todo lo ocurrido en la Península antes de la invasión islámica cae fuera de la historia de España. Las guerras celtibéricas, lusitanas o cántabras que descubren la contextura vital de los peninsulares de entonces y que contribuyeron a forjar la de sus sucesores, serían meras páginas de la historia romana; y los esfuerzos de Leovigildo, Recaredo y Recesvinto en la cristalización de España y de lo hispano, serían pura historia germánica. Con la misma sin razón podríamos considerar meros avatares de la historia del califato de Damasco las batallas de Guadalete y Covadonga, incluir la gesta del Cid en la historia almorávide y excluir de la nuestra la jornada de las Navas, todas decisivas en la afirmación y mudanza de lo hispano.

			Ningún historiador digno de tal nombre da por surgida en la remota prehistoria la contextura vital de ninguna comunidad humana. Cualesquiera que sean mis torpezas y mis limitaciones, no ha podido pasarme por las mientes la idea de que lo hispano habría ya cristalizado durante el paleolítico superior, como han afirmado escuderos del ensayista a quien antes he aludido, y jamás he sostenido ni siquiera sospechado la congelación de lo hispano primitivo. He defendido que lo español ha ido madurando muy despacio y que sus raíces más profundas toman sus jugos en los más viejos tiempos del pasado peninsular. Porque ya entonces comenzaron las antibiosis y las simbiosis que nos fueron dando vida; porque ya entonces comenzaron, en el Finis Terrae del mundo antiguo, las pugnas y los contactos entre pueblos y culturas que fueron haciendo y afirmando nuestra herencia temperamental; pugnas y contactos que más a nuestros ojos continuaron durante la Edad Media en el fondo de saco que ha sido Hispania hasta 1492.

			He repetido muchas veces en el curso de esta obra que no ha habido una sino muchas y sucesivas formas de españolía antes y después de la conquista musulmana y antes y después del descubrimiento de América. Naturalmente existen semejanzas y parentescos entre esos distintos especímenes del homo hispanus que se han sucedido a través de los siglos —lo extraño sería lo contrario— y por lo peculiar de nuestra historia estamos más cerca de nuestros abuelos primigenios que otros pueblos de Occidente. Para descubrir el enigma histórico de España he debido estudiar las características que perduraron de los españoles primitivos a través de los siglos, las variaciones y afirmaciones de su herencia temperamental en el curso de la historia y las causas de esas prolongaciones, cambios y mudanzas hasta la aparición, no de lo auténtico hispano, sino de lo español que ha llegado hasta hoy. Pero el estudio de ese proceso excluye a las claras la idea de que un mismo estilo de vida perdurase desde los hombres de las cavernas cantábricas hasta los de ahora.

			Fragmento (b): El papel de España en la Historia de Europa7.

			Pero claro está que esos dos mil años no han pasado en balde. Porque nunca pasan en balde dos milenios en el continuo e interrumpido fluir de la historia. Porque no los vivimos en la estratosfera histórica sino en una de las encrucijadas de caminos del mundo antiguo, del medieval y del moderno. Y los vivió un pueblo estrechamente vinculado a la matriz común de Occidente. No hemos recorrido las mismas rutas seguidas por la colmena de naciones nacidas de ella; pero sin nosotros ellas habrían tomado otra senda muy distinta. El Occidente mismo no existiría y sería incomprensible sin España. Porque no hemos sido un pueblo deudor, sino un pueblo acreedor de Europa. Aunque otra cosa crean quienes en esta hora —en cada hora— triunfa una escala peculiar de valores que la hora anterior no estimó de igual moda y que la hora siguiente jerarquizará de otra manera otorgan un crédito preferente a actividades y creencias humanas que el homo hispanus —es injusto decir que no ha sabido— no ha podido llevar a cabo. Aunque otra cosa crean a la hora de hoy desdeñan las gestas y las creaciones que nosotros hemos realizado y valorado y seguimos realizando y valorando.

			Y en el alborear de la Europa y del mundo moderno, España supo cumplir también dos misiones tan diversas como complementarias. Con los descubrimientos geográficos y con su conquista y colonización de Nuevo Continente abrió ancha senda al porvenir. No sólo extendió, amojonó y cultivó el solar occidental del Occidente; facilitó, además, la eclosión científica moderna al exaltar las fecundas posibilidades que brindaba una nueva manera de acercarse a las cosas, en ruptura con la tradición todavía vigente de la ciencia antigua. Y, ahincada en la tradición católica universalista del cercano Medioevo, enraizó en el pasado una sociedad novísima, y defendió, frente a la razón, los fueros nunca caducos del espíritu, y frente a la moral del éxito, la fidelidad de un orden superior de valores.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. I-3C: D. Luis García de Valdeavellano (1904-1985) y la introducción a su Historia de España.

							Fuente: García de Valdeavellano, Luis (1968), Historia de España, 4.ª ed., Madrid: Revista de Occidente, Primera Parte, pp. 13-17.

							Comentario: D. Luis García de Valdeavellano (1904-1985) fue discípulo de D. Claudio Sánchez-Albornoz, formando parte de la segunda generación de los discípulos de Hinojosa, junto con D. Luis Vázquez de Parga y otros estudiosos, catedráticos y archiveros. Formado en el Centro de Estudios Históricos, con Sánchez-Albornoz y Menéndez Pidal, fue catedrático de «Historia del Derecho español» en la Facultad de Derecho de Barcelona y de «Historia de las instituciones políticas y administrativas de España» en la Facultad de Ciencias políticas de Madrid.

							Licenciado en Derecho en 1924 por la Universidad Central, en 1931, bajo la dirección de su maestro, defenderá su tesis doctoral, El mercado: Apuntes para su estudio en León y Castilla durante la Edad Media, obteniendo la máxima calificación, que orientará definitivamente su carrera universitaria hacia el mundo medieval, convirtiéndose junto a Sánchez-Albornoz, en uno de los más importantes medievalistas de España en el siglo xx. En 1960 ingresaba como académico de número en la Real Academia de la Historia, leyendo su discurso titulado «Sobre los Burgos y los Burgueses en la España medieval».

							A lo largo de su vida dedicada a la Universidad, se observan las tres características que nos descubren su pertenencia a la Escuela de Hinojosa: dedicación a la docencia, investigación rigurosa y formación de discípulos. En su producción científica se distinguen dos tipos de publicaciones, todas ellas de gran valor por su rigor y método. Un primer tipo de publicaciones, menores en cuanto a su extensión pero no por su contenido (monografías, artículos…), que se publicarán sobre todo en dos prestigiosas revistas: en los Cuadernos de Historia de España en Buenos Aires, y en el Anuario de Historia del Derecho Español (Primera época) en Madrid; y un segundo tipo de publicaciones, constituido por los «Manuales», destinados sobre todo a los alumnos, pero con valor superior a los publicados al uso: su Historia de España y su Historia de las Instituciones políticas y administrativas de España, editados en su día por la Revista de Occidente. El primero de los mencionados tuvo una gran aceptación en las Facultades de Filosofía y Letras, mientras que el segundo lo fue en la Facultad de Ciencias Políticas de Madrid y en las Facultades de Derecho. Ambos concluyen en las postrimerías de la Edad Media.

							Los discípulos de D. Luis García de Valdeavellano han ocupado puestos muy relevantes en la Universidad española, manteniendo la orientación académica de su maestro en las disciplinas que han impartido.

							El texto seleccionado se ha escogido porque en él, se recogen las ideas fundamentales que deben sustentar un manual de historia de España: el concepto de España de su autor, dado que vertebra su contenido (Nación española), el método de trabajo seguido y, por último, la necesidad de una periodificación, dada la extensión y la riqueza que presenta la Historia de España.

						
					

				
			

			EL CONCEPTO DE ESPAÑA SEGÚN GARCÍA DE VALDEAVELLANO

			El presente libro constituye un intento de exponer la Historia de España como el desarrollo político y social de la nación española, en estrecha relación con las tendencias directoras, las circunstancias económicas, la estructura social, las instituciones políticas y la expansión ultramarina. En este sentido se trata, pues, de un ensayo de situar la exposición de la Historia de España en una posición de equilibrio entre los hechos históricos de carácter político, hasta ahora predominantes en los manuales y obras de conjunto, y las directrices espirituales, el estado de la cultura, la vida económica, la organización social, la vida privada y las instituciones de cada época. Se ha tratado de encuadrar, por lo tanto, este segundo aspecto dentro de la historia puramente política, a la que sirve de punto de sustentación en muchas ocasiones, de explicación de gran parte de los éxitos o fracasos de España como entidad nacional y de clave de muchas crisis históricas, En lugar de tratar separadamente los aspectos aludidos, siguiendo la habitual distinción en acontecimientos «Historia externa» e «interna», se ha tratado de exponerlos desde el punto de vista de su interdependencia y de la acción recíproca del uno sobre el otro, contemplada la Historia de España como el desarrollo mutuamente condicionado de ambos. Pero claro está que este encuadramiento no siempre ha sido posible, por necesidades de la exposición misma, y en ocasiones la historia económica, social y de las Instituciones ha requerido, en parte, ser tratada separadamente en capítulos o en apartados espaciales, pero siempre como algo presente y actuante en la historia política, que unas veces la determina y otras está determinada por ella, nunca como un aspecto complementario de interés o importancia subalternos.

			Conviene advertir que cuando aquí se habla de «ensayo» y se aplica este término a una exposición de la Historia de España, no se quiere decir en modo alguno que esa exposición obedezca, en el principio ordenador que la informa, a la adopción de puntos de vista «personales», a que sea el reflejo de una interpretación particular del pasado de España, lo cual no sería ya estrictamente Historia. Cuando en el curso de la exposición se formula una determinada interpretación de un hecho o fenómenos históricos o de los caracteres de un periodo, o se adopta un punto de vista determinado, sea siempre porque interpretación se deriva con suficiente claridad de las fuentes de conocimiento histórico de que disponemos, o porque ha sido aceptada por la mayor parte de los historiadores o resulta de las investigaciones de algún historiador de máxima autoridad. Así sucede, por ejemplo, cuando en la exposición se recoge la idea de la perduración en los primeros siglos de la Edad Media de un ideal de unidad política hispánica reflejado en la «Idea imperial leonesa», según lo ha expuesto don Ramón Menéndez Pidal (La España del Cid, el Imperio Hispánico y los Cinco Reinos) y ha sido abundantemente documentado por Hüffer y el propio Menéndez Pidal. Y lo mismo ocurre cuando se considera el periodo medieval como aquel en el que se encuentra la clave de la nacionalidad española, periodo en el que don Américo Castro quiere incluso descubrir el sentido profundo de la fisonomía histórica de España y del carácter de la civilización y de las formas de la vida hispánica, resultado, según Castro de la pugna y final integración de las culturas latino-cristiana y musulmana-hebraica. O cuando se explican los caracteres de la historia económica, social y de las Instituciones de la España medieval, siguiendo la fecunda idea de don Claudio Sánchez Albornoz de que las especiales circunstancias históricas determinadas por la Reconquista y por la forma de realizarse la repoblación del Valle del Duero en los siglos ix y x separaron a España de la normal evolución social y política seguida por los otros países del Occidente europeo e impidieron el completo desarrollo entre nosotros de sistema feudal. O, en fin, cuando se acepta la idea de que la llamada «decadencia» de España, a partir del siglo vii, no resulta enteramente adecuada a la realidad histórica en cuanto la hegemonía española del siglo xvi no respondía a una sólida situación nacional, sino que, por el contrario, se encontraba minada, sobre todo en su base económica, por una economía nacional ficticia, sustentada en el crédito, como tal resulta indudable después de los recientes estudios de don Ramón Carande (Carlos V y sus banqueros y otras obras de este autor).

			Un manual que intenta sorprender toda la complejidad de la realidad histórica española y exponer los rasgos esenciales y típicos de su evolución política y social en relación con las tendencias culturales directoras, la vida económica y las Instituciones, dentro del espacio forzosamente reducido de una obra en tres o cuatro volúmenes de las dimensiones corrientes, exige el mayor acierto posible en la solución del problema de la configuración de la materia histórica, o sea, de lo que se llama «Periodificación». Así no sólo ha de ajustarse ésta, como es obvio, a la realidad histórica. Sino que ha de responder a la índole misma del libro, ofreciendo una articulación sugestiva de los periodos principales en que la materia se ha dividido para su exposición y para la cabal comprensión histórica de cada periodo y aun del curso total de la Historia. Pero toda cuestión de «periodificación» está condicionada por la concepción del mundo o del país cuya historia escribe o tenga el historiador. Así, la periodificación de una historia de España puede ser distinta según las concepciones personales de cada autor. Pues bien: la periodificación adoptada en este libro responde al criterio previo de la existencia de España como un conjunto nacional, formado en la Edad Media y presente siempre en el curso de su historia con mayor o menor fuerza, aunque bordeando algunos periodos como la Baja Edad Media, el extremo límite de la debilidad. Esta concepción nacional de España, como una unidad que tiene precisamente en la Historia su más radical afirmación y no como una simple creación política, ha sido, pues, el punto de partida de la periodificación que se adopta.

			La periodoficación más sencilla, fácil y generalmente adoptada es la tradicional y dominante de la división en «Edad Antigua» «Edad Media» y de «Edad Moderna», precedida de la «Prehistoria» y completada con la «Edad Contemporánea». Es indudable que por su misma aceptación general esta periodificación suscita en el lector una más fácil comprensión intuitiva de los caracteres y del espíritu de cada periodo. ¿Quién, al decirle «Edad Media», no reconstruye en su mente una serie de imágenes, más o menos aproximadas a la realidad histórica medieval, pero no del todo ajenas a la índole general de aquel periodo? Sin embargo, esta periodificación, basada en una división puramente temporal de la materia histórica, que no contiene en sí misma indicación alguna de las características propias de los periodos que designa, no sirve para suscitar en el lector, como este libro quiere hacerlo, la visión completa del pasado de España en cuanto a desarrollo a través del tiempo de una entidad nacional, de la vida en común de unos hombres en determinado territorio, con sus éxitos y sus fracasos. Y no sirve porque nada nos dice por sí misma acerca de la trayectoria seguida por esos hombres en su común empresa nacional ni marca, con rigurosa fidelidad, los hitos fundamentales de esa trayectoria. Pero esto no quiere decir que la periodificación en «Historia Antigua, Media, etc.», no esté presente, como un telón de fondo, en la periodificación adoptada, que no sea la armazón básica de la división en periodos que sirve de principio ordenador a la exposición y que, por otra parte, no haya sido utilizada para indicar el contenido de algunos capítulos o en determinados volúmenes de esta obra. Sin embargo, la periodificación que adoptamos no coincide con la tradicional ni alude a ella porque no resulta necesaria ni ilustrativa, y porque la misma amplitud de los periodos que marca y la vaguedad de su enunciado dejan al lector sin orientación alguna respecto del curso de la Historia de España y se ha estimado indispensable señalar esas orientaciones.

			Toda periodificación histórica procede, desde luego, de una abstracción; cada periodo es una hipótesis de trabajo y un medio indispensable no sólo para exponer, sino también para dominar la materia histórica; pero el periodo deba resultar, lo más rigurosamente posible, de la índole peculiar de la materia histórica misma. De ahí que se haya procurado ajustar la periodificación adoptada en esta obra a ese imperativo insoslayable de toda buena periodificación. La exposición del curso de la Historia de España se ha dividido en doce periodos —detrás de los cuales está presente, sin nombrarla, la periodificación tradicional— porque se ha estimado que el pasado de España, completado desde nuestro presente según los resultados de la investigación más moderna, autoriza semejante periodificación. Se ha procurado, además, que los periodos resulten siempre fijados por caracteres internos definidos, y que en el final de cada uno se incluyan los gérmenes que acusan el tránsito al periodo siguiente.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. I-3D: D. Alfonso García-Gallo de Diego (1911-1992) y su Manual de Historia del Derecho Español.

							Fuente: García-Gallo, Alfonso (1977), Manual de Historia del Derecho Español. I. El origen y la evolución del Derecho, 7.ª ed., Madrid: Artes Gráficos y Ediciones, pp. 15-18.

							Comentario: Los acontecimientos más importantes de la extensa y fecunda vida universitaria de D. Alfonso García-Gallo (1911-1992) se inician al obtener su licenciatura en Derecho en la Universidad de Valencia, y su doctorado en la Universidad Central. A la temprana edad de 24 años consigue por oposición, la cátedra de Historia del Derecho en Murcia, pasando después a Valencia y por último, a Madrid, ejerciendo siempre un magisterio ejemplar. Después de la Guerra civil, ya catedrático en la capital de España, aseguró, a partir de 1942, la continuidad del Anuario de Historia del Derecho Español, la revista clave para los historiadores de la disciplina, y se convirtió en el referente obligado de todos ellos. Durante más de cuatro décadas, desde la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, orientó a sus discípulos que han contribuido al desarrollo y prestigio de la disciplina en la Universidad española, destacando entre otros D. José Antonio Escudero. Años después, en 1961, ingresó en la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, y en estos años, hasta su fallecimiento, fomentó los contactos y la colaboración con Hispanoamérica.

							La producción científica de García-Gallo, muy numerosa y de extraordinario rigor, se ha caracterizado siempre por su espíritu de renovación, llegando en ocasiones, incluso, a la controversia. A lo largo de su vida, ha prestado su atención, sobre todo, al Derecho visigodo, al medieval y al Derecho indiano, pero también ha dedicado su investigación a otras cuestiones, como el Derecho comparado y las instituciones de Derecho privado.

							El texto escogido de García-Gallo expone las tendencias que se han dado con relación a la naturaleza de la Historia del Derecho, en donde sistematiza con verdadero acierto la discusión relativa a si la Historia del Derecho es una disciplina jurídica o, por el contrario, lo es de carácter histórico, inclinándose después, dentro de la perspectiva jurídica, por la orientación institucional.

						
					

				
			

			LA NATURALEZA DE LA HISTORIA DEL DERECHO SEGÚN GARCÍA-GALLO

			35. LA ORIENTACIÓN HISTÓRICA: Caracteres generales. Como esencialmente histórica —aunque también las demás lo son— ha de considerarse la orientación que estudia la Historia del Derecho como parte o complemento de la Historia general; es decir, la que ante todo pretende completar nuestro conocimiento del pasado mediante el estudio especializado del Derecho que rigió en cada una de las épocas. Los seguidores de esta tendencia destacan que la Historia del Derecho es una ciencia histórica, aunque de contenido y método especiales.

			36. La Historia del Derecho como rama especial de la Historia general. Durante la segunda mitad del siglo xix y principios del xx el interés por lo institucional agrupó bajo esta orientación a muchos historiadores y a muchos juristas. Después, al desviarse la atención de los historiadores hacia los problemas de la cultura o de la economía y la sociedad, la historia de las instituciones y del derecho ha perdido muchos cultivadores y ha venido a ser estudiada casi exclusivamente por historiadores procedentes del campo del Derecho. Ahora bien, estos han reaccionado de dos maneras distintas.

			La mayor parte ha tratado de acentuar, dentro de la Historia, la autonomía de la ciencia histórica del Derecho, destacando que ésta se ocupa sólo del Derecho y que éste debe ser estudiado con método jurídico, sin perjuicio de que traten ante todo de completar, con criterio de especialistas, el panorama general de cada una de las épocas históricas. Por ello, las exposiciones generales se dividen en épocas y en cada una, tras destacar su conexión con los problemas generales de la misma se estudia el Derecho que en ella rigió —lo que de cada una se dice podría perfectamente constituir un capítulo de una Historia general—. De igual manera, los estudios monográficos tratan de reconstruir una institución o problema casi siempre sólo en una época determinada.

			Conforme a esta orientación están escritos la mayor parte de mis manuales de Historia del Derecho y mi propio Curso de Historia del Derecho español, aunque todos ellos con influencia de la orientación dogmática.

			37. La Historia del Derecho como visión jurídica de la Historia. Algunos historiadores del Derecho (Pacchioni, Paradisi), por el contrario, partiendo de que el Derecho regula la casi totalidad de las relaciones vitales, han tratado de ampliar el campo de la historia jurídica abarcando la vida entera de la sociedad —el Derecho no es otra cosa que la ordenación de ésta—, de tal manera, que apenas se distingue de la Historia general en otra cosa que en exponer ésta a través del Derecho, o vista por un jurista. […]

			38. LA ORIENTACIÓN JURÍDICA: Caracteres generales. Fundamentalmente jurídica, en cambio, es la orientación que centra su atención en el Derecho, y trata de conocer éste no sólo en su estado actual sino en el pasado, para saber cómo ha nacido y se ha desarrollado hasta llegar a ser el que hoy es. No se trata aquí de completar el panorama cultural de cada época, sino de profundizar en el conocimiento del Derecho examinándolo en su dimensión histórica. Concebida de esta manera la Historia del Derecho es por su finalidad y contenido una ciencia jurídica que opera auxiliada por el método histórico.

			Dentro de esta orientación, coincidiendo en lo anterior, se manifiestan varias tendencias que difieren fundamentalmente por su distinta manera de concebir el Derecho.

			39. La concepción dogmática. A fines del siglo xix y en la primera parte del actual ha prevalecido entre los juristas una concepción dogmática del Derecho, que ve éste como un sistema cerrado, con conceptos definidos y de valor absoluto y un conjunto de normas rigurosamente coordinadas con una lógica matemática. Partiendo de estos conceptos como de algo absoluto y a priori, la Historia del Derecho ha tratado de estudiar su origen y desarrollo, encuadrando los conceptos y normas del pasado en el sistema de Derecho actual. De esta manera, el sistema jurídico actual —o que se acepta como tal— se proyecta hacia el pasado y el Derecho de éste se expone conforme a los mismos cuadros y esquemas del presente. El Derecho antiguo viene a ser considerado como un mero antecedente del actual, y así se estudia la historia del Estado, de las Cortes, de la propiedad, del testamento, de la pena, etc., atendiendo al conjunto de normas que los regulan, prescindiendo casi siempre, por no ser jurídicas en sí mismas, de las situaciones a que aquellas se refieren.

			Esta orientación es seguida principalmente por los juristas que hacen preceder sus estudios del Derecho actual de los antecedentes históricos. Pero, también, por muchos historiadores del Derecho, especialmente de los que se ocupan del privado —campo en el que la dogmática alcanza su máximo desarrollo—, que de esta manera tratan de acentuar el enfoque jurídico de las viejas instituciones y subrayar la utilidad de los estudios históricos para los juristas. Esta manera de concebir la Historia del Derecho ha influido en los seguidores de la orientación histórica, que aun exponiendo la evolución jurídica por épocas presentan el Derecho vigente en cada una de ellas como formando un sistema propio. […]

			41. La orientación institucional. Partiendo de que el Derecho positivo —el único que cabe historiar— no es otra cosa que una ordenación de la vida social con un valor puramente instrumental o de medio —por ello, precisamente, varía—, en fechas recientes se ha abierto paso entre los juristas una concepción realista del Derecho que centra su atención en las instituciones de la vida social y con referencia a ellas, como parte integrante de las mismas —en definitiva, la ordenación o forma de una cosas no es algo accidental a la misma, sino esencial que la configura— estudia las regulaciones jurídicas de que han sido objeto. No se centra el estudio en los conceptos o el sistema —siempre cambiantes y relativos, y con frecuencia sólo aceptados por un sector de la ciencia jurídica—, sino en las instituciones, que constituyen precisamente las bases de la vida social.

			En su mayor parte, las situaciones, relaciones y problemas que ésta plantea al hombre son siempre los mismos, aunque varían sus circunstancias: la necesidad de una ordenación, la posición del individuo en la sociedad, la existencia de la familia, la estructura en grupos sociales, la utilización de las cosas, las violaciones del orden social, etc. La solución de estos problemas —ordenación de los mismos— puede ser una u otra: el Derecho —sus conceptos y normas— puede ser y es distinto. Por eso, más interesante que seguir la evolución de unos conceptos abstractos que tan pronto se aplican a unos problemas como a otros —como hace la orientación dogmática—, es estudiar cómo los problemas han sido resueltos por el Derecho. El valor que a la Historia jurídica atribuyen modernamente algunos filósofos del Derecho como «experiencia jurídica», radica en que ella permite conocer las distintas soluciones aplicadas en el tiempo a un mismo problema o institución y apreciar su eficacia; lo que no es posible en la concepción dogmática, atenta sólo a la evolución de los conceptos y normas. El presente Manual responde a esta orientación institucional.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. I-3E: D. Francisco Tomás y Valiente (1932-1996) y su Manual de Historia del Derecho Español.

							Fuente: Tomás y Valiente, Francisco (1996), Manual de Historia del Derecho Español, 4.ª ed., reimpresión, Madrid: Tecnos, pp. 27-28.

							Comentario: El Manual de D. Francisco Tomás y Valiente (1932-1996) lleva el título tradicional de Historia del Derecho español. Su primera edición fue publicada en 1979, seguida en 1980 de la segunda edición, en 1981, de la tercera edición, y en 1983, de la cuarta edición. Esta última consta de una nota introductoria, en donde el autor precisa que el «Manual» iba dirigido al «alumno aventajado que quisiera ampliar sus conocimientos» o al «estudioso que se inicie», pero también con la intención de «ser útil» al especialista de otros campos. Por este motivo, en esta edición, introduce cambios atendiendo a nuevos estudios, observaciones críticas o, incluso, reflexiones del propio autor. Esta edición de 1983 ha ido seguida por numerosas reimpresiones. Todas estas ediciones y reimpresiones han sido publicadas por la editorial Tecnos, y siempre han contado con una gran aceptación por parte de aquellos a quienes iba dirigido. Este Manual se caracteriza por su claridad de exposición, la sistematización de su contenido y el conocimiento de la bibliografía.

							Una de las aportaciones de Tomás y Valiente a la Historia del Derecho y que se refleja en su obra, es la reivindicación del estudio de la Historia del constitucionalismo, por parte de los historiadores del Derecho. Ya siendo magistrado del Tribunal Constitucional, impartió algunos cursos de doctorado sobre esta materia en el periodo de 1980-1985; y al regresar, en 1992, de la Presidencia del Tribunal Constitucional, incorporándose a su cátedra de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, procedió a impartir la «Historia del Constitucionalismo». En 1996 el Prof. Tomás y Valiente, cuando trabajaba en su despacho de la Facultad fue vilmente asesinado por ETA.

							En el texto seleccionado, Tomás y Valiente, tratando de superar la discusión académica desarrollada entre los estudiosos de la Historia del Derecho acerca de su naturaleza científica, afirma que, independientemente de la orientación histórica o jurídica de la disciplina, la metodología debe ser mixta.

						
					

				
			

			METODOLOGÍA DE LA HISTORIA DEL DERECHO SEGÚN TOMÁS Y VALIENTE

			Un problema que suele ocupar a los historiadores del Derecho es el del status científico de nuestra disciplina. El tema, aunque pueda parecer una cuestión academicista y sin interés práctico, es importante, sin embargo, desde el punto de vista metodológico. En efecto, quienes estiman que la Historia del Derecho es una ciencia jurídica o tal vez «La ciencia jurídica» por antonomasia construyen el estudio de la misma con arreglo a unos criterios en parte distintos a los empleados por quienes defienden la idea de que la Historia del Derecho es una especialidad de la Historia. Aquellos suelen tender a aislar el Derecho de cada sociedad y a examinarlo sin señalar sus vinculaciones con otros sectores de la misma realidad social, tales como los de índole política, socio-económica o ideológica.

			Sin entrar de lleno en la discusión de este tema, conviene indicar que este Manual está escrito partiendo de la convicción que la Historia del Derecho es una especialidad de la Historia. El estudio de realidades pretéritas elaborado con los métodos de investigación críticos y rigurosos que son propios de la historiografía actual es Historia si esas realidades pretéritas son jurídicas, lo que se construye es una especialidad de esa Historia, la Historia del Derecho. Al estudiar el Derecho del pasado trataremos de que nuestro objeto no quede desgajado de los elementos de cada sociedad más cercanos a él, porque precisamente recurriendo a ellos podemos explicar por qué el Derecho fue como fue y no de otra forma. Pero también hemos de procurar que el centro de nuestra atención no se disuelva o difumine, mezclado y no diferenciado entre problemas económicos, sociales o políticos. La Historia del Derecho es Historia, pero no debe confundirse con otras ramas de la misma ni perder su identidad al relacionarse con la Historia política o la económica.

			La especialidad del objeto propio de la Historia del Derecho impone exigencias metodológicas. De modo semejante a como para hacer Historia de la economía es imprescindible emplear métodos propios de la actual ciencia económica, la Historia del Derecho debe emplear junto a las técnicas generales propias de cualquier estudio historiográfico otras peculiares derivadas de la naturaleza de su objeto. Por ello el historiador del Derecho debe ser, además de historiador, jurista. Cuidando, sin embargo, de no trasladar sin más a épocas pasados los conceptos jurídicos válidos para la actualidad, y propios de la presente ciencia jurídica, pues de ese tipo de traslación mecánica de conceptos a sociedades pretéritas podrían desprenderse errores metodológicos insalvables. El historiador-jurista deberá, por el contrario, entender y exponer cuales eran los conceptos jurídicos propios de cada sociedad, lo que suele denominarse la dogmática jurídica de cada momento histórico. Al estudiarla y exponerla deberá hacerlo poniendo en juego su formación y su sensibilidad de jurista.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. I-3F: D. José Antonio Escudero López (1936) y su Curso de Historia del Derecho.

							Fuente: Escudero, José Antonio (2013), Curso de Historia del Derecho: fuentes e instituciones político-administrativas, 4.ª ed. revisada, Madrid: s.e., pp. IX-XI.

							Comentario: La trayectoria académica de D. José Antonio Escudero (1936) sigue la estela de los grandes maestros que han ido construyendo la Historia del Derecho, destacando su labor docente, su producción científica y la formación de una escuela de discípulos.

							Su obra, toda ella, es el resultado de una investigación rigurosa y constituye una verdadera aportación a la Historia del Derecho, especialmente en relación a las instituciones de la Edad Moderna, como el Gobierno y la organización del Estado, así como también a la Inquisición, por señalar algunos de sus estudios más significativos, que le han hecho merecedor en tres ocasiones del Premio Nacional de Historia. Su trayectoria ha sido reconocida tanto por la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación de España, como por la Real Academia de la Historia, que lo han incorporado a su claustro como académico de número, en reconocimiento de sus méritos.

							Dado que el texto seleccionado es el prólogo de la primera edición de su Curso de Historia del Derecho: fuentes e instituciones político-administrativas (Madrid, 1985), dedicado a su maestro D. Alfonso García-Gallo, vamos a ocuparnos de su análisis por lo inédito de sus valiosas observaciones con relación al estudio y la enseñanza de la Historia del Derecho. El Manual, llamado Curso por José Antonio Escudero, obedece a la necesidad de indicar que se trata de un texto orientado principalmente hacia los alumnos de primer año de Licenciatura o Grado; y, sin embargo, debemos añadir que ha tenido una aceptación mucho mayor, como nos ponen de manifiesto otras tres ediciones revisadas, publicadas en 1995, 2003 y 2012. El propósito del curso no es otro que estudiar una materia que se ocupa no sólo de las fuentes jurídicas, sino también de las instituciones político-administrativas, sin desdeñar el empleo de la cronología. En su plan de trabajo nos dice que ha procurado dar una «información elemental de los hechos o de los datos y extenderse, en cambio, en las interpretaciones» de los distintos autores. La periodificación tiene una gran importancia en su Curso, dada la extensión que presenta la Historia del Derecho, circunstancia por la que divide su estudio en siete partes: España primitiva, romana, visigoda, medieval —musulmana y cristiana—, moderna y contemporánea. Completa su exposición con un capítulo que las precede, dedicado a cuestiones introductorias y a la historiografía, a la que presta gran atención, incluyendo después de cada capítulo una bibliografía actualizada. Por último, en su afán de llevar a cabo una «exposición global» de las fuentes y de las instituciones político-administrativas de España, incorpora también unos capítulos dedicados a la vida económica y social.

						
					

				
			

			EL PLAN DEL CURSO… DE JOSÉ ANTONIO ESCUDERO (PRÓLOGO A LA PRIMERA EDICIÓN)

			No es bueno empeñarse en lo superfluo ni hacer cosas excusables. Y bien pudiera ser, a la vista de las prestigiosas exposiciones de Historia del Derecho aparecidas en los últimos años, que ésta merezca el reproche de la inanidad, o, lo que no es mejor, el del simple y candororoso atrevimiento. Menos mal que el autor dispone a última hora de estas tres páginas suplementarias y augúrales del prólogo, para decir algo sobre las restantes, explicar qué ha querido hacer y razonar por qué lo ha hecho.

			Este libro es un Curso, es decir, algo que tiene que ver con la atmósfera de las aulas, y pretende desarrollar una materia científica: la historia de las fuentes jurídicas y de las instituciones político-administrativas. Me interesa no poco subrayar ambos aspectos. El primero porque, yendo más allá de aquel comentario de Platón en el Fedro de que los libros son decires escritos, cuanto aquí está escrito ha sido ya dicho en esas aulas, adonde la palabra retorna ahora encadenada con la imprenta. Si se me permite, diría yo que esa experiencia docente me ha llevado a hacer las cosas de una determinada manera, y a intentar hablar de Historia del Derecho con un preciso tono. El segundo aspecto, a su vez, tiene que ver con la idea de ajustar el libro a lo que usualmente constituye la enseñanza de la disciplina en el primer año de licenciatura en leyes, esto es, a aquellas fuentes e instituciones, que, en aras de la claridad, segmentan la materia en etapas cronológicas sucesivas. Y como todo eso —y sólo eso— no estaba hecho, no me ha parecido un despropósito intentarlo. De esta forma, con titubeos y modestia, nace el Curso, buscando en el otoño del campus un rincón al sol.

			Experiencia académica, decía antes. Dos décadas largas de enseñar a otros Historia del Derecho, me han enseñado a mí que cualquiera de sus parcelas científicas, por severa y adusta que pueda parecer, resulta de hecho atractiva —y quién sabe si fascinante— si se la presenta con el ropaje problemático de la discusión científica que la envuelve. Alguna vez he dicho, y ahora bordeo la inverecundia al escribirlo, que había que rescatar el sex-appeal de la historia jurídica, consistente ni más ni menos que en sus interrogantes, controversias y dudas; es decir, en sus problemas. Los odres de la disciplina están repletos de ellos. Y ¿adónde vamos a parar? Pues vamos a parar al propósito de escribir un libro al acecho de esos problemas, y con los nombres y apellidos de quienes los han suscitado o resuelto. He procurado así suministrar en cada caso una información elemental de los hechos o de los datos, y extenderme en cambio en las interpretaciones, intentando, eso sí, no confundir los argumentos livianos con aquellos otros de mayor peso. Que se sepa, en fin, qué pasa en los entresijos de la historia jurídica y el who is who de ella. A tal efecto, el de su carga problemática, tanto me ha interesado la legislación visigoda como la incorporación de las Indias, el feudalismo como la Codificación, o las Cortes medievales como la hacienda decimonónica; por poner media docena de ejemplos de naturaleza dispar.

			El Curso está dividido en siete partes, correspondientes a la España primitiva, romana, visigoda, medieval (musulmana y cristiana), moderna y del siglo xix. Van precedidas de otra relativa a cuestiones introductorias y a la historiografía jurídica, cuestión ésta en la que reconozco no haberme sabido sustraer a la curiosa manía que tenemos los historiadores del Derecho de hablar de nuestros antepasados. En las diversas etapas, suelen ir por separado las fuentes y las instituciones. No obstante, cuando las fuentes se ciñen íntegramente a un sector institucional, su estudio ha quedado incluido dentro de él. Tal es el caso, por ejemplo, de las leyes municipales o mineras de la España romana, expuestas al tratar la organización municipal o el panorama económico de la misma época.

			En cada capítulo, las partes de texto sangrado o de letra pequeña, según terminología afín a linotipistas o a estudiantes, corresponden a tres cosas. De un lado, a explicaciones más prolijas o detalladas del relato principal. De otro, a textos jurídicos que se intercalan. Finalmente, a citas literales de autores sobre el asunto en cuestión. La primera no requiere de muchas aclaraciones. Las dos últimas tienen que ver con lo que me parece a mí que pasa en la Universidad, y no me parece que mucho de lo que pasa sea bueno. Desaparecidas por lo general las clases prácticas, no resulta fácil el manejo de los textos jurídicos, y esto pese al benemérito esfuerzo de quienes han editado colecciones seleccionadas de ellos. De ahí que haya espolvoreado la narración con referencias directas a las fuentes mismas. También me ha parecido oportuno que quien abra el libro, oiga a los especialistas con su propia voz, lo que, aparte de mejorarlo, facilita la vivacidad de la controversia científica que estas páginas pretenden reflejar. Por eso callo de vez en cuando, cediéndoles la palabra.

			Al término de cada capítulo figura un repertorio bibliográfico. No creo que en la Universidad actual, en la hora de ahora, se lea mucho. Más bien creo que se lee poco, e incluso menos que poco. El autor se daría por satisfecho si su precario resumen, siempre a la orilla de los problemas, pudiera ser seguido, según preferencias, por esa navegación de gran calado que consiste en adentrarse en la literatura especializada. Al seleccionar la producción bibliográfica, ciertamente ubérrima (y, a veces, incluso atosigante), se ha procurado armonizar el elenco de obras tradicionalmente consagradas, con monografías recientes o artículos, incluso, de alta divulgación.

			Digamos ya lo penúltimo. En cada etapa figuran unos capítulos destinados a la evolución económica y social. Y ello no tanto por ínfulas de totalizar la Historia, empresa que, como la música de Debussy, me produce una rara sensación de mareo, cuanto porque pienso que tan historia del Derecho es el Código de Eurico o Las Partidas, como la legislación ferroviaria, los mayorazgos, la letra de cambio, las disposiciones que ordenan la sociedad estamental o la desvertebran, las leyes que cierran o liberalizan el comercio, las que crean bancos, organizan el ejército, etc. Siendo esa la perspectiva de una exposición global de fuentes e instituciones públicas, resulta ingente el alud de cuestiones que caen en la catarata de los siglos. En tal vastedad he procurado poner orden y ser claro, lo que no quiere decir precisamente ser sencillo. Porque hay problemas difíciles que sólo se hacen fáciles si se les falsea, es decir, si se les trivializa. La luminosa pluma de Ortega sentenció hace mucho tiempo cuan poco tiene que ver lo fácil con lo claro y lo difícil con lo confuso.

			Y vamos a lo último, que debiera ser lo primero. El recuerdo agradecido a tres profesores que, por unas u otras razones, tienen mucho que ver con estas páginas. En primer lugar, en un orden ajustado a la peripecia universitaria del autor, al profesor Sánchez Bella, a quien, como alumno, oí hablar de estas cosas sobre las que, por osadía, ahora escribo. Él fue el zahorí de mi vocación científica y quien me animó a pedir vez en este ilustre y variopinto gremio de los historiadores del Derecho. En el centro, al profesor García-Gallo, a quien va dedicado el libro. A cuanto diré luego, quisiera añadir ahora, como discípulo y permanente aprendiz de historiador, mi gratitud por su generosidad intelectual. Finalmente, al profesor Feliciano Barrios, colega y amigo, quien durante casi dos años ha hecho y dejado de hacer tantas cosas para que yo haya podido hacer este libro.

			Concluyo. Y dejo solo al lector con la confianza de que pueda ver, a través de la pupila de un jurista, qué ha pasado en el pasado.

			
				
					1 Localizado en la Biblioteca Virtual de Andalucía: http://www.bibliotecasdeandalucia.es/

				

				
					2 Localizado en la Base de Datos GAZETA: https://boe.es/buscar/gazeta.php

				

				
					3 Localizado en la Base de Datos GAZETA: https://boe.es/buscar/gazeta.php

				

				
					4 Hinojosa y Naveros, Eduardo (1887), Historia general del Derecho español, Madrid: Tipografía de los Huérfanos, pp. I-II (Localizado en la Biblioteca Digital de Castilla y León: https://bibliotecadigital.jcyl.es/).

				

				
					5 Hinojosa y Naveros, Eduardo (1915), El elemento germánico en el Derecho español, Madrid: Junta para la ampliación de estudios e investigaciones científicas-Centro de Estudios Históricos, p. 5.

				

				
					6 Prólogo a la 2.ª ed., tomo I, pp. 5-6.

				

				
					7 Prefacio: El porqué de este libro, tomo I, pp. 15-16.

				

			

		

	
		
			PARTE II

			
SISTEMAS JURÍDICOS PRERROMANOS

			
1. LA CIVILIZACIÓN MÁS AVANZADA DE LA ESPAÑA PRERROMANA: EL REINO DE TARTESSOS

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-1A: El mito tartésico de «Habis y Gargoris» según el Epitoma Historiarum Philippicarum de Justino.

							Fuente: Justino, Marco Juniano (1995), Epítome de las Historias Filípicas de Pompeyo Trogo, introducción, traducción y notas de José Castro Sánchez, Madrid: Gredos, pp. 524-526.

							Comentario: Entre los pueblos más avanzados de la Península Ibérica en la etapa prerromana, se encontraban los tartesios o turdetanos, de los cuales nos han llegado numerosas noticias por parte de poetas, geógrafos, historiadores y arqueólogos. Así, por ejemplo, sabemos de una importante ciudad, atravesada por un río y situada en la zona del Golfo de Cádiz, llamada Tarsis en la Biblia y Tartessos por griegos y romanos, la cual estaba dotada de una compleja organización social, constituida por siete clases, y que disponía de leyes escritas. También sabemos que acuñaban monedas y enviaban embajadores a otros pueblos; y sus medios de vida se basaban en la ganadería y la explotación minera, que son, curiosamente, actividades que perduran en nuestros días en la zona en donde se piensa que estuvo dicha ciudad. Un dato que nos refleja la importancia de esta cultura, en su momento de mayor esplendor, es el que corresponde al territorio que abarcaba desde el cabo de la Nao en Alicante hasta el de San Vicente en Portugal, extendiéndose tierra adentro.

							Una de las leyendas más remotas de esta civilización es la que nos habla de la forma de llegar al trono del primer rey de Tartessos: Habis. Al igual que sucede en muchas mitologías clásicas, en la España prerromana existen leyendas que nos hablan de hombres especialmente protegidos por los dioses que, a pesar de las penalidades a las que tienen que hacer frente, consiguen finalmente superarlas, convirtiéndose en los fundadores de grandes pueblos. Para varios historiadores del Derecho, entre los que destaca Tomás y Valiente, este mito ibérico de Habis y Gargoris simboliza el paso del estado natural al estado social en la mitología peninsular. Conocemos esta leyenda gracias a las Historias Filípicas de Pompeyo Trogo (44, 4, 1-14), del siglo i, obra hoy perdida que nos ha llegado a través del Epítome a las Historias Filípicas de Pompeyo Trogo de Marco Juniano Justino (siglo ii).

						
					

				
			

			EL MITO DE HABIS Y GARGORIS

			Por otra parte los bosques de los tartesios, en los que los Titanes, se dice, hicieron la guerra contra los dioses, los habitaron los curetes, cuyo antiquísimo rey Gárgoris fue el primero que descubrió la utilidad de recoger la miel. Éste, habiendo tenido un nieto tras la violación de su hija, por vergüenza de su infamia intentó hacer desaparecer al niño por medios diversos, pero salvado de todos los casos por una especie de fortuna, finalmente llegó a reinar por la compasión que despertaron tantas penalidades. Ante todo, ordenó abandonarlo y, pocos días después, al enviar a buscar su cuerpo abandonado, se encontró que distintas fieras lo habían alimentado con su leche. Después de llevarlo a su casa, manda arrojarlo en un camino muy estrecho, por el que acostumbraba a pasar el ganado: hombre verdaderamente cruel, ya que prefería que su nieto fuese pisoteado en vez de darle muerte simplemente. Como también entonces había salido ileso y no estuvo falto de alimentos, lo arrojó primero a unos perros hambrientos y torturados por la privación muchos días y después también a los cerdos. Así pues, puesto que no sólo no recibía daño, sino que además era alimentado por las ubres de algunas hembras, mandó por último arrojarlo al Océano. Entonces claramente por una manifiesta voluntad divina, en medio de las enfurecidas aguas y el flujo y el reflujo de las olas, como si fuera transportado en una nave y no por el oleaje, es depositado en la playa por unas aguas tranquilas, y no mucho después se presentó una cierva, que ofrecía al niño sus ubres. Más tarde, por la convivencia con su nodriza el niño tuvo una agilidad extraordinaria y durante mucho tiempo recorrió montañas y valles en medio de los rebaños de ciervos los montes y los bosques, no menos veloz que ellos. Finalmente, apresado con un lazo, es ofrecido al rey como regalo. Entonces, por el parecido de las facciones y por las señales que se habían marcado a fuego en su cuerpo cuando pequeño, reconoce al nieto. Después, admirando tantas penalidades y peligros, él mismo lo designa su sucesor al trono. Se le puso el nombre de Habis, y, después de haber recibido la dignidad real, fue de tal grandeza, que parecía no en vano arrancado a tantos peligros por la majestad de los dioses. De hecho, sometió a leyes a un pueblo bárbaro y fue el primero que enseñó a poner a los bueyes bajo el yugo del arado y a procurarse el trigo con la labranza y obligó a los hombres, por odio a lo que él mismo había soportado, a dejar la comida silvestre y tomar alimentos más suaves. Sus vicisitudes parecerían fabulosas, si no se contara que los fundadores de los romanos fueron alimentados por una loba, y Ciro, rey de los persas, fue criado por una perra. Prohibió al pueblo los trabajos de esclavo y distribuyó la población en siete ciudades. Muerto Habis, sus sucesores retuvieron el trono durante muchos siglos.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-1B: Tartessos y sus legendarias leyes escritas en la Geografía de Estrabón.

							Fuente: Estrabón (1992), Geografía. Libros III y IV, traducciones, introducciones y notas de María José Meana y Félix Piñero, Biblioteca Clásica Gredos, 169, Madrid: Gredos, pp. 41-42.

							Comentario: El Derecho de los Sistemas Jurídicos Prerromanos es eminentemente consuetudinario. No obstante, hay noticias de que en la Península pudieron existir algunos pueblos lo suficientemente desarrollados como para tener leyes escritas. Así, por ejemplo, Tartessos, reino meridional de la Península Ibérica, situado supuestamente en la desembocadura del río Guadalquivir, parece que se rigió por leyes escritas, según el testimonio que nos aporta el famoso geógrafo griego Estrabón, el autor más rico en noticias relativas a los pueblos de la España prerromana.

							Estrabón, geógrafo griego muy allegado a Augusto, vivió entre el 63 a. C. y el 19 d. C. Su obra más importante es la Geografía General, compuesta por diecisiete libros, el III de los cuales se refiere a Hispania. A pesar de ser un gran viajero, jamás estuvo en la Península, por lo que escribió este libro en base a testimonios de terceros, empleando muchas fuentes, hoy perdidas, entre las que destaca Polibio de Megalópolis. Su obra no es una mera referencia física al entorno, sino que es una descripción animada de pueblos y países. Su máximo interés radica en las numerosas noticias que nos proporciona, sobre todo las de índole jurídica, destacando especialmente la relativa a las legendarias leyes escritas de Tartessos (III, 1, 6), referencia que recogemos a continuación.

							Tradicionalmente, la interpretación que se ha dado a este fragmento es que los tartesios poseían leyes en verso de 6.000 años de antigüedad. Esta afirmación resulta sorprendente si tenemos en cuenta que el texto jurídico más antiguo del que se tiene constancia es el Código de Hammurabi, escrito en Babilonia en torno al año 1760 a. C., el cual se componía de 282 versos. En el entorno mediterráneo, las leyes más antiguas se encuentran en Atenas: las Leyes de Dracón (621 a. C.) y las Leyes de Solón (594 a. C.), y en Roma: las XII Tablas, escritas entre los años 451 y 450 a. C. Estos hechos, unidos a que el periodo de máximo esplendor de Tartessos se calcula que discurrió entre el 1.000 y el 500 a. C., han llevado a que en nuestros días se dé una nueva interpretación a esta cuestión.

							Probablemente el error se deba a que en griego, lengua en la que originariamente escribió su obra Estrabón, las palabras etón (años) y epón (versos) son muy similares. Las traducciones de la obra original se decantaron por la primera, aunque ahora parece que es más probable que la correcta sea la segunda. Así, lo que vendría a decir el fragmento sería que en Tartessos existieron leyes escritas compuestas por seis mil versos. En cualquier caso, en la actualidad no existe rastro documental alguno de dichas leyes.

						
					

				
			

			LAS LEGENDARIAS LEYES ESCRITAS DE TARTESSOS

			A la región la denominan Bética, del nombre del río y Turdetania por sus habitantes, y a los que en ella viven los llaman turdetanos y túrdulos, que unos creen que son los mismos y otros que son distintos, y entre estos últimos se encuentra Polibio, que dice que los túrdulos son vecinos de los turdetanos por la parte Norte; pero actualmente no parece haber entre ellos ninguna separación. Éstos son los tenidos por más cultos de entre los íberos, puesto que no sólo utilizan la escritura, sino que de sus antiguos recuerdos tienen también crónicas históricas, poemas y leyes versificadas de seis mil años, según dicen. También los otros pueblos íberos utilizan escritura, cuyos caracteres no son uniformes, como tampoco es una lengua.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-1C: Referencias a la decadencia de Tartessos en la Ora maritima de Avieno.

							Fuente: Avieno, Rufo Festo (1955), Ora maritima: Periplo massaliota del siglo vi a. de J.C., edición a cargo de Adolf Schulten, 2.ª ed., Barcelona: Bosch, p. 159.

							Comentario: La fuente narrativa que contiene las noticias más antiguas sobre la España prerromana es un poema titulado Ora maritima («Orilla del mar»). Escrito por Avieno en el siglo iv de nuestra era, el texto recoge el periplo o viaje de navegación por las costas peninsulares realizado a mediados del siglo vi a. C. por un marino griego procedente de la colonia focense de Massalia (es decir, Marsella). Lo verdaderamente importante de este poema es el cúmulo de información que encierra, procedente de textos muy antiguos, lo que nos ha permitido conocer aspectos inéditos de nuestro pasado. Este poema nos proporciona noticias y datos de interés acerca de las costas de España y de sus habitantes, en especial de la zona mediterránea.

							La edición más importante de esta obra corresponde al primer volumen de la colección Fontes Hispaniae Antiquae, formada por Adolf Schulten y Luis Pericot. Adolf Schulten (1870-1960) fue la figura más destacada en el estudio de la Historia antigua de España durante la primera mitad del siglo xx. Formado en la tradición clásica de la Escuela de Theodor Mommsen, a quien se debe la formación del famoso Corpus Inscriptionum Latinarum, Schulten supo compaginar su profundo conocimiento de las fuentes antiguas, con investigaciones arqueológicas sobre el terreno. Viajó a España por primera vez en 1899, centrando inicialmente sus estudios en Numancia. Pero, en 1919, tuvo la oportunidad de recrear el viaje descrito en Ora maritima, para preparar la edición que estamos comentando, recorriendo a pie y en barco la costa mediterránea peninsular. En este viaje se empezó a interesar por Tartessos, civilización de la que se considera su mayor estudioso. Durante varias décadas se dedicó a buscar la mítica ciudad de Tartessos, búsqueda infructuosa, a pesar de estar convencido de su localización en el Coto de Doñana.

							En el fragmento que recogemos a continuación (versos 266-290), se describe la ciudad de Tartessos, aunque ya en plena decadencia. La misteriosa desaparición de la cultura y del pueblo de los tartesios hacia el año 500 a. C., ha dado lugar a varias interpretaciones, admitiéndose como la más probable la rivalidad comercial entre griegos y cartagineses a causa de las riquezas de Tartessos. Cuando los tartesios prefirieron comerciar con los griegos de Málaga, en detrimento de los cartagineses de Cádiz, éstos reaccionaron organizando una expedición militar, cuyo resultado fue la destrucción de la ciudad de Tartessos y el fin de su cultura.

						
					

				
			

			LA DECADENCIA DE TARTESSOS

			Aquí se extienden las costas del golfo Tartesio. Y del referido (río) Anas a estos lugares tienen las embarcaciones un día de camino. Aquí está la ciudad de Gadir, pues en lengua fenicia se llama Gadir a todo lugar cerrado. Ella fue antes llamada Tartesos, grande y opulenta ciudad en épocas antiguas, ahora pobre, ahora pequeña, ahora abandonada, ahora un campo de ruinas. Nosotros no vimos en estos lugares nada notable, si exceptuamos la solemnidad de Hércules; pero fué tal su poder y gloria en los tiempos primitivos, según la tradición, que un rey soberbio, quizá el más poderoso de los que tenía entonces el pueblo maurusio, muy querido del príncipe Octaviano, dado continuamente al estudio de las letras, Juba, separado por el interpuesto mar, se creía muy honrado con el duumviarto de esta ciudad. El río Tartesos, que fluye del lago ligustino por abiertos campos, ciñe por todas partes con su corriente la isla, pero no corre por un solo cauce ni surca de una sola vez el suelo subyacente, ya que por la parte oriental trae tres bocas a los campos, mientras que con dos veces dos bocas baña la parte meridional (del territorio) de la ciudad.

			
2. ALGUNOS PUEBLOS MENOS DESARROLLADOS O PRIMITIVOS EN LA ESPAÑA PRERROMANA

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-2A: Los Beribraces en la Ora maritima de Avieno.

							Fuente: Avieno, Rufo Festo (1995), Ora maritima: Periplo massaliota del siglo vi a. de J.C., edición a cargo de Adolf Schulten, 2.ª ed., Barcelona: Bosch, p. 164.

							Comentario: La Ora maritima de Avieno constituye una descriptio orbis terrae, es decir, un compendio de geografía que nos describe los pueblos de la España antigua situados en la costa mediterránea. Se trata de un texto oscuro y de difícil interpretación, que sin embargo, nos permite conocer algunos de sus nombres y las costumbres que practicaban. Entre estos pueblos, aparece el de los Beribraces (versos 480-485), uno de los más primitivos que conocemos frente a los tartesios, que representan todo lo contrario por su avanzada cultura. Valdeavellano, en su Historia de España, nos pone manifiesto su muy probable origen celta, situándolos en la zona valenciana, comprendida entre los ríos Júcar y Turia. A continuación se reproduce la descripción de los Beribraces, siguiendo el texto de Avieno.

						
					

				
			

			LOS BERIBRACES

			Álzase después la ciudad Sicana, así llamada por los Íberos del río próximo, y no lejos de la bifurcación de este río baña la ciudad de Tiris el río Tirio. Más allá, donde la tierra se aparta lejos del mar, ampliamente extiende una región su dorso cubierto de bosque. Allí los Beribraces, tribu agreste y feroz, vagaba entre los rebaños de su numeroso ganado. Ellos, alimentándose paupérrimamente con leche y pingüe queso, revelaban una vida muy dura, semejante a la de las fieras.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-2B: Los Pueblos septentrionales de la Península en la Geografía de Estrabón.

							Fuente: Estrabón (1992), Geografía. Libros III y IV, traducciones, introducciones y notas de María José Meana y Félix Piñero, Biblioteca Clásica Gredos, 169, Madrid: Gredos, pp. 85-87 y 109-111.

							Comentario: El Libro III de la Geografía de Estrabón, del cual nos hemos ocupado al tratar de las legendarias leyes escritas de Tartessos, recoge numerosas noticias de los pueblos prerromanos asentados en el Norte de la Península. Una versión comentada de dicho Libro III fue publicada en 1945 por Antonio García Bellido, dentro de la Colección Austral, con el título «España y los españoles hace 2000 años según la Geografía de Estrabón».

							Como bien sabemos, Estrabón nunca estuvo en Hispania, pero pudo conocer las características y costumbres de los habitantes de la Península gracias a los testimonios directos de soldados, comerciantes, políticos y otras gentes. En muchas ocasiones, estas noticias resultan sorprendentes a ojos de griegos y romanos, por el grado de incivilización y brutalidad que muestran, lo que nos explica el interés del autor para dejar constancia de las mismas.

							Junto a referencias generales sobre los pueblos más septentrionales de la Península Ibérica, Estrabón transmite algunas noticias en particular sobre las costumbres de los cántabros. Por él, conocemos la existencia del régimen de matriarcado entre ellos, así como el predominio social de la mujer cántabra, que se puede apreciar en la institución de la «Covada» o parto fingido, que también se dio entre los corsos según nos refiere Diodoro de Sicilia, y que analizaremos más adelante. Por otra parte, el protagonismo de la mujer en la vida cántabra le suponía llegar a heredar a sus padres, en detrimento de sus hermanos varones, estando obligada por este motivo a darles la dote correspondiente cuando iban a casarse.

							Algunos estudiosos del siglo xix, como Johann Jakob Bachofen, han creído ver en la existencia del matriarcado la confirmación de la tesis evolucionista, acerca del origen de la Familia. La institución de la Familia pasaría, según esta teoría, por tres fases sucesivas: promiscuidad, régimen de matriarcado y, por último, la familia patriarcal. Indudablemente, el predominio de la mujer en las sociedades cántabras constituye, para estos estudiosos, el eslabón perdido que demuestra la evolución de la Familia como institución. De ahí la importancia que se atribuyó en el siglo xix al régimen del matriarcado que se dio entre los cántabros. 

						
					

				
			

			Fragmento (a): Referencias generales a los pueblos del Norte de la Península Ibérica (III, 3, 7).

			Todos los montañeses son austeros, beben normalmente agua, duermen en el suelo y dejan que el cabello llegue muy abajo, como mujeres, pero luchan ciñéndose a la frente una banda. […] Comen sentados sobre bancos construidos contra el muro y se sientan en orden a la edad y al rango. Los manjares pasan en círculo y a la hora de la bebida danzan en corro al son de la flauta y trompeta, pero también dando saltos y agachándose, y en Bastetania danzan también las mujeres junto con los hombres cogiéndose de las manos. […] En vez de moneda, […] los que viven muy al interior se sirven del trueque de mercancías, o cortan una lasca de plata y la dan. A los condenados a muerte los despeñan y a los parricidas los lapidan, más allá de las montañas o de los ríos. Se casan igual que los griegos. […] Éste, como he expuesto, es el género de vida de los montañeses, y me refiero a los que jalonan el flanco norte de Iberia: calaicos, astures y cántabros hasta llegar a los vascones y el Pirene; pues el modo de vida de todos ellos es semejante.

			Fragmento (b): Referencias específicas a los cántabros (III, 4, 17 y 18).

			Además de estas insólitas costumbres se han visto y se han contado muchas otras cosas de todos los pueblos de Iberia en general, pero especialmente de los del Norte, relativas no sólo a su valor, sino también a una crueldad y falta de cordura bestiales. Por ejemplo, en la guerra con los cántabros, unas madres mataron a sus hijos antes de ser hechas prisioneras, y un niño, estando encadenados como cautivos sus padres y hermanos, se apoderó, por orden de su padre, de un acero y los mató a todos, y una mujer a sus compañeros de cautiverio lo mismo. Y uno, al ser llamado a presencia de unos soldados borrachos, se arrojó a la hoguera. Estos rasgos son comunes también a las tribus célticas, tracias y escitas, y es común también la valentía de sus hombres y mujeres; pues éstas trabajan la tierra, y cuando dan a luz sirven a sus maridos acostándolos a ellos en vez de acostarse ellas mismas en sus lechos. Frecuentemente incluso dan a luz en las tierras de labor, y lavan al niño y lo envuelven en pañales agachándose junto a un arroyo. […] Cosas como ésta podrían, pues, servir como ejemplos de cierta rudeza en las costumbres; pero otras, quizá poco civilizadas, no son sin embargo salvajes, como el hecho de que entre los cántabros los maridos entreguen dotes a sus mujeres, que sean las hijas las que queden como herederas y que los hermanos sean entregados por ellas a sus esposas; porque poseen una especie de ginecocracia, y esto no es del todo civilizado.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-2D: La «Covada» en la Biblioteca histórica de Diodoro de Sicilia.

							Fuente: Diodoro de Sicilia, Biblioteca histórica, Libros IV-VIII, traducción y notas de Juan José Torres Esbarranch, introducciones y notas de María José Meana y Félix Piñero, Biblioteca Clásica Gredos, 328, Madrid: Gredos, 2004, p. 245 (véase V, 14, 2).

							Comentario: Otra fuente importante para el conocimiento de la España prerromana es Diodoro de Sicilia y su Biblioteca Histórica, obra compuesta por 40 libros. Se trata de una Historia general del mundo poco original, ya que el autor se limitó a recoger de forma prácticamente literal las obras de múltiples autores. A pesar de las críticas que se le pueden hacer, la obra es rica en noticias. Las referencias a la España prerromana se concentran fundamentalmente en el Libro V. No obstante, el fragmento que recogemos a continuación no hace referencia a un pueblo prerromano, sino a los corsos, pero se trata de una de las descripciones más completas de la Antigüedad de la «Covada», institución a la que hacen referencia otros autores como Apolonio de Rodas en sus Argonáuticas y Estrabón en su Geografía.

							La «Covada» o parto fingido, que también se practicó entre los cántabros y los vascones, consistía en que la mujer, apenas había dado a luz, dejaba el lecho a su marido, que simulaba los dolores del parto, prestándole los cuidados oportunos. Esta costumbre, además de poner de manifiesto la fortaleza de la mujer en estas sociedades, suponía el reconocimiento de la filiación por parte del padre, generando una serie de derechos y obligaciones sobre el recién nacido. Hay noticias de que esta práctica se mantuvo en la Isla de Ibiza y en la zona de la Maragatería (León) hasta comienzos del siglo xx. 

						
					

				
			

			LA COVADA SEGÚN DIODORO DE SICILIA

			Pero lo más increíble ocurre entre ellos con ocasión del nacimiento de sus hijos: cuando la mujer va a dar a luz no es objeto de cuidado alguno con motivo del parto; su marido, en cambio, se mete en la cama como si estuviera enfermo y hace la covada en los días previstos simulando que su cuerpo es presa del dolor.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-2E: El colectivismo agrario de los Vacceos en el siglo ii a. C. según Joaquín Costa.

							Fuente: Costa, Joaquín (1915), Colectivismo agrario en España. Partes I y II. Doctrinas y Hechos, Madrid: Biblioteca Costa, pp. 419-4221.

							Comentario: Joaquín Costa (1846-1911) constituye la figura más representativa del espíritu regeneracionista, que surge en España tras el «Desastre» de 1898. Su obra, toda ella numerosa e importante, abarca diversas cuestiones de naturaleza tanto histórica como jurídica, sociológica y antropológica referidas a España, desde los prerromanos hasta el siglo xx.

							Uno de sus estudios más importantes es el Colectivismo agrario en España (1898). Su preocupación por la cuestión agraria procede de su origen campesino, que le hizo comprender muy pronto la necesidad de llevar a cabo grandes reformas en la agricultura para remediar la crisis agraria y pecuaria, proponiendo, por ejemplo, un sistema de riegos en Aragón, su tierra natal, y en toda España, que sería el origen de las Confederaciones hidrográficas. En el Colectivismo agrario… se ocupó de los Vacceos, pueblo situado en la zona central de la Península, conocido desde la antigüedad gracias a las referencias de Diodoro de Sicilia. Este autor nos informa acerca de cómo era el reparto anual de las tierras de la comunidad para su cultivo, y también nos pone de manifiesto cómo, tras recoger las cosechas, todos ellos ponían en común los frutos recolectados, siendo castigado severamente el que sustraía una parte de los mismos.

							Gracias al estudio de los Vacceos y sus costumbres, nos encontramos con una de las aportaciones más significativas de Joaquín Costa: el empleo del método de Derecho Comparado, con el objeto de intentar cubrir las lagunas existentes en el conocimiento de las instituciones histórico-jurídicas. El procedimiento a seguir consistía, dada la insuficiencia de las fuentes conservadas para su estudio, en trasladar las noticias de las costumbres e instituciones conocidas de un determinado pueblo a otro perteneciente al mismo tronco o grupo familiar, si bien establecidos en territorios distintos: así, por ejemplo, las costumbres conocidas de los celtas de Bretaña podrían haberse conocido y aplicado también por los celtas de Galicia y, sin embargo, no haberse conservado ni transmitido a la posteridad, como defiende el método de reconstrucción jurídica del pasado por el presente. Desde la perspectiva que nos ocupa, Costa, tras exponer cómo era esa especie de colectivismo agrario que practicaban los Vacceos, también planteó la posible existencia de una propiedad comunal en otros pueblos de España.

						
					

				
			

			RÉGIMEN AGRARIO DE LOS VACCEOS EN EL SIGLO II A. C.

			Discrepan los arqueólogos rusos en cuanto al origen de la comunidad agraria de su país. Pretenden unos, como Tchitcherine y Bistram, que ésta es de fecha relativamente reciente; que hasta fines del siglo xv los labradores fueron libres y propietarios, independientes de la tierra que cultivaban; que fué el czar ó tsar Ivanovitch quién los adscribió a la gleba; que Pedro I introdujo el principio de la solidaridad del mir para el pago de los impuestos y la recluta de soldados, y que entonces los campesinos tuvieron que recurrir al arbitrio de poner sus tierras en común y distribuirlas periódicamente en proporción al número de brazos útiles. Sostienen otros, como Bielajew y Ssolowzew, que la propiedad colectiva estuvo en uso ya en la primitiva Rusia; que el mir, con el sorteo periódico de tierras, es «la institución primordial» de la raza Eslava y que ha existido en todo tiempo.

			El problema en España ofrece acaso menos sombras, porque tenemos un punto de partida y de referencia en la antigüedad clásica.

			Un historiador siciliano, Diodoro, contemporáneo del emperador Augusto, que escribió poco años antes de la Era cristiana, pero cuyas noticias acerca de la Celtiberia están tomadas de autores mucho más antiguos, tales como Timeo de Tauromenia (siglo iii a. J. C.), Polibio (primera mitad del siglo ii a. J. C.) y Posidonio de Apamea (hacia el año 100 a. J. C.), refiere en su «Bibliotheca» que entre las naciones confinaban con los Celtíberos, la más civilizada era la Vacceos [cuenca del Duero: 18 poblaciones ó gentes, capital Palencia]: todos los años se distribuían entre sí las tierras de labor para cultivarlas, y poniendo luego en común los frutos obtenidos por todos, adjudicaban á cada uno su parte; aquellos que escondían alguna porción de su cosecha, sin aportarla al acervo común, eran castigados con pena capital. […]

			Este pasaje del Siciliano, debido verosímilmente al gran historiador de Megalópolis, ha sido entendido de muy diversas maneras. Según la interpretación de Masdeu, «las familias de aquellos países observaban un método muy particular en la agricultura: en esta ocupación se sucedían unas á otras, de modo que debían ejercerla alternativamente, un año éstos, otro aquellos vecinos del lugar ó aldea… los frutos de la cosecha se repartían con igualdad entre las familias, y tanto se daba a los que habían gozado del reposo como a los que se habían fatigado en la campaña». M. d’Arbois de Jubainville reflexiona que el hecho de la distribución de frutos, que habría sido un estímulo a la pereza de los cultivadores, se haya expresado de un modo incompleto ó inexacto por Diodoro, y tiene por probable «que los Vacceos no ponían en común más que una parte alícuota de la cosecha, y que la porción más considerable de los frutos producidos en cada uno de los campos repartidos cedían en beneficio exclusivo del respectivo cultivador».

			Si Masdeu hubiese acertado en la inteligencia del pasaje, transcrito de Diodoro, resultaría que nuestros Vacceos habían practicado hace dos mil años un régimen idéntico al que los eruditos señalan como característico de los Getas y de los Suevos, la mitad de cuya población trabajaba alternativamente para la otra mitad. Si, por el contrario, fuese el ilustre celtista francés quién está en lo cierto, es que los Vacceos habían instaurado ya hace dos mil años el régimen colectivista propio del mir ruso de nuestros días, reproducido, si tal vez no perpetuado, en las mismas comarcas del Duero, en el concejo sayagüés, en el campo de Aliste, etc., que hemos visto en pie todavía la víspera de la desamortización y que en gran parte ha seguido en funciones hasta el presente día.

			Tengo por cierto que ambos han errado y que si el texto del autor de la «Bibliotheca» ha de entenderse á la letra, sin buscarle sentidos ocultos ni retorcerlo con arbitrarias suposiciones: los Vacceos poseían la tierra en común y distribuían los frutos obtenidos de ella entre las familias; únicamente para evitar los inconvenientes que habían debido experimentar en las labores ejecutadas de mancomún, individualizaban el trabajo partiendo el campo en tantas Suertes o labranzas como familias había y encomendando el cultivo de cada una de aquéllas á cada una de éstas. Los peruanos practicaban este género de comunismo para un efecto, para el pago de los tributos, cultivando las chácaras del Inga, de los Guacas y del cacique; y hemos visto que habían discurrido particularizar el trabajo asignando á cada familia una «tarea» igual, apellidada suyu, porque los holgazanes no echaran la carga sobre los hacendosos, pues eran «tan descuidados, que cada uno se diera la menos prisa por dejar el trabajo al compañero», según dice Polo de Ondegardo. Que en la antigüedad algunos pueblos usaron de este arbitrio, tan bizarro y singular á primera vista, nos lo da á entender Aristóteles en el libro II, capítulo 2 de su Política. No hay motivo por tanto para recusar el sentido literal del pasaje de Diodoro por escrúpulo de que envuelva algo de inverosímil ó de irracional.

			
3. LOS PACTOS DE HOSPITALIDAD

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-3: La Tabla de Astorga.

							Fuente: D’Ors, Álvaro (1953), Epigrafía jurídica de la Hispania Romana, Madrid: Instituto Nacional de Estudios Jurídicos, pp. 374-3752.

							Comentario: Durante la etapa prerromana los pueblos indígenas se dividieron en tribus o gens, las cuales a su vez se organizaban en grupos o clanes familiares, también conocidos como gentilidades o gentilitas. En estos tiempos, el Derecho se entendía como un privilegio de estos grupos, vinculado a sus divinidades protectoras. Para atenuar el carácter cerrado de las comunidades prerromanas, surgen los «Pactos de hospitalidad» (Hospitium), como pactos de igualdad, no de subordinación, por los que se amplía la protección jurídica de una gentilidad a miembros ajenos a ella. De esta forma, existieron dos tipos de Pactos de Hospitalidad. En primer lugar, nos encontramos con los Pactos individuales, establecidos entre una gentilidad y un individuo concreto, al que se daba el tratamiento de huésped (hospes), lo que implicaba que no se integraba en el grupo, pero mientras estuviera con ellos, se acogía a la protección de su Derecho. Y, en segundo lugar, están los Pactos colectivos, que se establecían entre dos gentilidades e implicaban un reconocimiento recíproco como amicus et hospes. Es decir, existía una alianza entre ambos clanes, que no implicaba su fusión, y cuando uno de sus integrantes interactuaba con la otra gentilidad se acogía a la protección de su Derecho, como si fuera un miembro de la misma. En este caso, además, estos pactos eran hereditarios.

							Los Pactos de Hospitalidad colectivos solían consignarse por escrito en tablas de bronce llamadas «Teseras», que normalmente se partían por la mitad, quedándose cada uno de los grupos con una de las partes como garantía de lo pactado, y depositándolo en la construcción más importante del poblado. Además, estas tablas de bronce podían tener forma de animal sagrado. Por ejemplo, la Tesera de Uxama (Burgo de Osma) tiene forma de jabalí. El problema es que la mayoría de los pactos de hospitalidad que nos han llegado aparecen redactados en lenguas que desconocemos, si bien sabemos que se tratan de pactos de hospitalidad por su forma o ubicación.

							Por ello, esta institución la conocemos fundamentalmente a través de fuentes narrativas o indirectas, como la Tabla de Astorga, que fue encontrada en esta localidad leonesa, en una fecha sin precisar, siendo trasladada a Madrid en la primera mitad del siglo xvii, pasando después a Roma, conservándose en la actualidad en el Staatliche Museen zu Berlin. La Tabla, realizada en bronce y rematada por un frontón en forma triangular, está escrita en latín y se compone de un total de veintitrés líneas, en las que se hace referencia a una renovación, el 28 de abril del año 27, de un antiguo pacto colectivo entre las gentilidades de los Desoncos y de los Tridiavos, ambas pertenecientes a la tribu de los Zoelas, pueblo astur asentado cerca de Astorga (León); y a la posterior admisión en la misma alianza de tres individuos el 11 de julio del año 152.

							Esta inscripción refleja el proceso de integración de la España indígena en el mundo romano, y fue incluida en una extraordinaria recopilación de inscripciones que publicó Álvaro D’Ors en 1953, con el título de Epigrafía jurídica de la España romana. Álvaro D’Ors (1915-2004), Catedrático de Derecho Romano en varias universidades y doctor «Honoris Causa» por la Universidad de Coimbra, Toulouse y La Sapienza, ha sido un profundo conocedor de la Historia antigua de España, destacando como un romanista excepcional. Sus conocimientos no sólo abarcaron el Derecho y la Historia, sino también la Epigrafía y la Papirología, disciplina esta última que introdujo en España, siendo autor de cerca de medio millar de publicaciones.

						
					

				
			

			LA TABLA DE ASTORGA

			Siendo cónsules Marco Licinio Craso y Lucio Calpurnio Pisón, el 4 de las calendas de mayo, la gentilitas de los Desoncos, de la gens de los Zoelas, y la gentilitas de los Tridiavos, de la misma gens de los Zoelas, renovaron su antiguo y vetusto pacto de hospitalidad, y todos ellos, unos y otros, se recibieron en la misma fidelidad y clientela y en la de sus descendientes. Actuaron Arausa, hijo de Belecaeno, Turayo, hijo de Clouto, Docio hijo de Eleso, Magilo, hijo de Clouto, Bodecio, hijo de Burrayo, Eleso, hijo de Ciutamo. Hecho por Abieno, hijo de Pentilo, magistrado de los zoelas, en Curunda.

			Siendo cónsules Glabrión y Hómulo, el 5 de los idus de julio, la misma gentilitas de los Desoncos y la gentilitas de los Tridiavos recibieron en la misma clientela y en la misma alianza: a Sempronio Perpetuo Orniaco, de la gens de los Avolgigoros; a Antonio Arquio, de la gens de los Visáligos; y a Flavio Frontón Zoelas, de la gens de los Cabruagénigos. Actuaron Lucio Dominicio Silo y Lucio Flavio Severo, en Austúrica.

			
4. LA DEVOTIO IBÉRICA

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-4A: La Devotio ibérica según José María Ramos Loscertales.

							Fuente: Ramos Loscertales, José María (1924), «La devotio ibérica», en Anuario de Historia del Derecho Español, núm. 1, pp. 7-26, véanse pp. 16-183.

							Comentario: Una de las instituciones más importantes de la Antigüedad es la «Clientela». Entendemos por «Clientela» el pacto de subordinación entre hombres libres, por el cual el cliente se colocaba bajo la autoridad del patrono, a cambio de sustento o protección. Este tipo de pactos podían ser individuales o colectivos. Al tratarse de sociedades guerreras, uno de sus tipos más frecuentes era la «Clientela militar». En este caso, el patrono se llamaba caudillo o rex, y el cliente se comprometía por juramento a seguirle a la guerra.

							En la Península Ibérica, se dio una forma específica de clientela militar: la Devotio Ibérica. En estos casos, a la sumisión de tipo personal, se le une un pacto religioso con alguna divinidad infernal, por el cual el cliente —que en este caso se llamaba soldurio o devotio— ofrecía su vida a cambio de la de su patrono. De esta forma, si el rex moría en combate o fuera de él, sus soldurios se suicidaban puesto que consideraban su vida ilícita al haber despreciado los dioses su ofrenda. Normalmente los destinatarios de un pacto de estas características eran líderes especialmente carismáticos, por lo que dicha institución causó la admiración de los romanos, por la fidelidad al jefe o patrono llevada a tales extremos.

							El estudio de José María Ramos Loscertales sobre la Devotio ibérica, del cual recogemos un fragmento a continuación, constituye las mejores páginas que se han escrito acerca de la institución en la España prerromana, señalando su origen ibérico y descartando otras interpretaciones.

						
					

				
			

			LA DEVOTIO IBÉRICA SEGÚN RAMOS LOSCERTALES

			En la devotio ibérica se observan, desde luego, dos elementos integrantes: el uno puramente social, que la pone en íntimo contacto con la clientela militar; y el otro que hunde sus raíces en la conciencia religiosa, tan oscura hoy, de nuestros más remotos antepasados y del cual toma carácter específico que la diferencia de aquélla.

			Vínculo basado, como toda forma de clientela, en una imitación del lazo familiar, se advierte en él el fondo genérico de la asistencia recíproca: por parte del jefe de los soldurios la obligación de alimentarles y vestirles; por parte de éstos, las de las no abandonarle en la próspera ni en la adversa fortuna, cubrirle con su cuerpo en el combate, ponerle a salvo del peligro en los momentos críticos de la pantalla, tal como se ve lo cumplen los devoti de Sertorio en un trance difícil. Adviértase que no se trata de una forma de hermandad como dice Flach, interpretando la palabra condicio del texto en que César habla de los soldurios de Adiatuno, régulo de Sotiates, en el sentido de compromiso recíproco, de acuerdo con la etimología de ese vocablo. En la cláusula: «Quorum haec est condicio…» con el término condicio se trata de exponer no un pacto de reciprocidad sino de indicar cuál fuera el estado, el destino, la misión de los soldurios respecto a su jefe. En este aspecto la devotio puede compararse sin esfuerzo con el comitatus o con cualquiera otra forma genérica de clientela militar, en cuanto a los derechos y deberes de patrono y clientes, y aun, en otro orden de ideas, pueden hallarse otros rasgos comunes: como el de que los soldurios y hombres de Gefolge eran hombres de armas de su jefe, no del Estado; como el de que la subordinación hacia el jefe, de los hombres que componían su guardia, era limitada.

			Queda indicado que el otro elemento que integra la devotio ibérica es de índole religiosa. El último momento de la evolución de la devotio romana arroja tan viva luz sobre la esencia de la institución ibera, que gracias a él se puede llegar a conocerla íntegra y completamente. Es sabido que los primeros tiempos del Imperio el término devotio se encuentra con el significado de ofrecimiento de la propia vida para lograr la salvación de otra, y que este uso no es originario de Roma sino de Iberia. Así Dion Casio refiere que Sextus Pacuvius Taurus se ofreció por el Augusto y aconsejó a otros que hicieran lo mismo, imitando la costumbre de los iberos. Este texto esclarece y permite interpretar realmente los de Estrabón […] y Valerio Máximo […], en el sentido de que el fin esencial que se pretendió alcanzar por los soldurios al instituir la devotio fué el de salvar la vida del jefe predilecto, no solamente convirtiendo su cuerpo en escudo que detuviera los golpes destinados a aquél y comprometiéndose a arrancarle sin menoscabo en un instante de extremo peligro en el combate, sino desviando la muerte de la cabeza del jefe amado para atraerla sobre la de aquellos que previamente habían ofrecido la suya en sustitución. He aquí el elemento diferencial que distingue a los soldurios de los hombres puestos en patronato: la consagración de sus vidas por la salvación del jefe. Los móviles de esta obligación de la vida hubieron de tener un fundamento casi exclusivamente psicológico. Se ha negado rotundamente la existencia de ese factor argumentando en el sentido de que el desinterés y el sacrificio son cosas tan excepcionales en las antiguas sociedades como las modernas; de que la fidelidad y la consagración eran, simplemente, la consecuencia de un pacto entre dos hombres, los cuales se necesitaban recíprocamente. Hay en esta argumentación una rígida aplicación de los factores generales que engendran la formación de la clientela, de tal manera rígida, que la iniciativa individual se encuentra fatalmente determinadas por motivos de índole económica y de necesidad de protección. En las civilizaciones no homogéneas la acción de las grandes personalidades es muy enérgica, la atracción que ejercen sobre la sociedad en que actúan es enorme: acaso sea el español el pueblo mejor capacitado para percibir esta idea, siempre viva a lo largo de su historia, unas veces bajo la forma de un deseo, otras, las menos, hecha carne; y cuando esto último acontece los jefes populares son objeto de la exaltación y de la confianza más ilimitadas, son seguidos con la más ciega de las disciplinas. La costumbre Ibérica que, al ser trasladada a Roma, se transformó en una baja forma de adulación primero —que a veces pudo conducir a un trágico desenlace; así, P. Afranius Potitus, viendo exigido por Calígula el cumplimiento de la promesa hecha de su vida por la salvación de la de él—; y luego, en una fría forma oficial de ofrecimiento, por la salvación del Emperador, fué entre algunas tribus iberas un medio demostrar adhesión y amor hacia el que en medio de ellos ascendía, por sus claras cualidades personales, a convertirse en centro de atracción de voluntades humanas. Si un vasallo del Cid, un guerrillero del Empecinado o un soldado de Zumalacárregui hubiesen creído, como sus antepasados iberos, que ofreciendo su vida por la de su caudillo aceptaba la muerte la sustitución, no hubieran vacilado en hacer la ofrenda.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-4B: Referencias a la Devotio ibérica en La Guerra de las Galias de Julio César.

							Fuente: Julio César (1986), La Guerra de las Galias, Biblioteca Universitaria Everest, León: Editorial Everest, p. 257.

							Comentario: Los Comentarios a la Guerra de las Galias, escritos por Julio César (100-44 a. C.), muy probablemente en el otoño del año 52 a. C., no se consideran, en modo alguno, una obra literaria, sino más bien un texto político, redactado en un estilo directo, por un general victorioso, que pretendía defenderse de sus enemigos. Una vez constituido el Primer Triunvirato, por los tres hombres más poderosos de Roma (César, Pompeyo y Craso) en el año 59 a. C., le fue confiado el mando del Ejército en la Galia Cisalpina a Julio César, que decidió ocupar todas las Galias, campaña que duraría siete años. Venció a los helvecios, a Ariovisto, líder de los suevos, y a otras tribus galas, extendiendo el poder de Roma. Tras años de lucha, los galos se reorganizaron en torno a Vercingétorix, perteneciente a la familia de los avernas. Al tener noticias de esta sublevación general de los galos, Julio César se dirigió contra su caudillo, el cual se había refugiado en la ciudad de Alesia. A pesar de recibir un refuerzo de tropas para continuar su lucha contra los romanos y ofrecer una tenaz resistencia, en el mes de septiembre del año 52 a. C., se vio obligado a rendirse, con el objeto de proteger a sus hombres. Sus peticiones no fueron atendidas, siendo trasladado a Roma como prisionero y exhibido en el «Triunfo» de Julio César, tras el cual fue inmediatamente ejecutado.

							El relato de Julio César, que es la versión que se conoce de la Guerra de las Galias, comprende numerosos datos y noticias, entre ellas, la práctica de la Devotio ibérica en torno a Adiatunno o Adiatuano, rey de los sociates, pueblo aquitano relacionado culturalmente con los íberos, cuya capital era Sotium (3, 22).

						
					

				
			

			LA DEVOTIO SEGÚN JULIO CÉSAR

			Se rinde Adiatuano con sus hombres

			Mientras que la atención de todos los nuestros estaba fija en esta rendición (de la ciudad de Sotium), en otra parte de la ciudad, Adiatuano, que tenía el poder supremo, con seiscientos incondicionales, a los que llaman «soldurios», cuya costumbre es esta: que aquel en que se han entregado en amistad debe compartir con ellos todos los bienes de la vida, pero si él perece de modo violento, ellos deben o bien seguir la misma suerte o darse muerte ellos mismos, y entre los hombres no se recuerda ninguno que haya rehusado la muerte cuando ha muerto el amigo al que el otro se le ha ofrecido en amistad incondicional; con éstos intentando Adiatuano hacer una brusca salida, levantándose un clamor de esa parte del atrincheramiento, habiendo acudido los soldados a las armas y habiéndose luchado allí con violencia, rechazando la ciudad, obtuvo de Craso las mismas condiciones de rendición que los otros.

			
				
					
				
				
					
							
							DOCUMENTO NÚM. II-4C: Lápida de Calahorra.

							Fuente: Mariana, Juan de (1817), Historia general de España. Compuesta, enmendada y añadida por el Padre Juan de Mariana, ilustrada con notas históricas y críticas, y nuevas tablas cronológicas desde los tiempos más antiguos hasta la muerte del Sr. Rey D. Carlos III. por el Doctor José Sabau y Blanco, Canónigo de San Isidro, tomo II, Madrid: Imprenta de D. Leonardo Núñez de Vargas, pp. 279-2804.

							Comentario: Uno de los rasgos fundamentales de la Devotio ibérica es el carácter especialmente carismático de los rex o caudillos, a favor de los cuales se establecía la ofrenda religiosa. Destacan, en este sentido, el héroe lusitano Viriato, asesinado en el 139 a. C., y el general romano Quinto Sertorio (121-72 a. C.). Sertorio se enfrentó a Sila en la Primera guerra civil de la República Romana, refugiándose en Hispania en torno al 87 a. C. Junto con varios soldados romanos que permanecieron fieles a su causa, logró congregar en torno a sí a varios pueblos indígenas, que lo llegaron a considerar como un auténtico líder guiado por los dioses, por lo que no es de extrañar que a él se consagraran muchos íberos mediante la Devotio. Sertorio fue asesinado en el curso de una cena celebrada en Osca (Huesca), por iniciativa de uno de sus supuestos aliados, el general Marco Perpenna, lo que provocó el suicidio colectivo de sus devotios.

							La Lápida de Calahorra es, precisamente, la inscripción hallada en la tumba de uno de esos devotii de Sertorio, quedando reflejadas en ella algunas de las características propias de este pacto típico de la España prerromana. El estudio de la lápida de Calahorra hace imprescindible ocuparnos del P. Masdeu, jesuita que a finales del siglo xviii, la dio a conocer en su Colección de Lápidas y Medallas (1789). El P. Juan Francisco Masdeu (1744-1817) perteneció a una ilustre familia catalana y muy joven, a los 15 años, ingresó en el noviciado de la Compañía de Jesús. Su obra más destacada se titula Historia crítica de España y de la Cultura española (1783-1818), que tenía la pretensión de abarcar toda la Historia de España, si bien sólo llegaría hasta el siglo xi. Fue un estudioso crítico y racionalista, destacando por el riguroso tratamiento que dio al estudio de la España romana y sus fuentes, siendo un buen ejemplo de ello el texto latino de la Lápida de Calahorra y su traducción, que recogemos a continuación.
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